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INTRODUCCIÓN

   El Sexenio Democrático español constituye en sí mismo un ciclo histórico completo a pesar de su corta duración. En él se pasó de una monarquía liberal moderada a otra democrática y más tarde a una república que evolucionó rápidamente hacia el  federalismo, desembocando, por último, en la restauración borbónica. 

   Estos breves periodos de relativa definición institucional, se vieron intercalados por otros de interinidad, en que cabían diversas opciones pero no se sabía con exactitud cual de ellas predominaría. Así sucedió en los primeros momentos, hasta la decantación a favor de la monarquía democrática una vez aprobada la Constitución de 1869; y en 1874, año en  que se produjo una situación que podría definirse como de intento de consolidar una república presidencialista.

   Hay razones que explican por qué fue en Cádiz y no en otra capital donde se inició el alzamiento de 1868. Los antecedentes históricos desempeñan en este aspecto un papel primordial. Cádiz era un símbolo. En ella se produjo la defensa a ultranza contra el invasor francés, que llevó consigo la formación de las primeras Cortes liberales españolas. El levantamiento militar de Rafael del Riego, en 1820, triunfó en primer lugar en la vecina localidad de San Fernando, y cayó en la capital cuando pasaron los liberales a defenderse contra la invasión de los cien mil hijos de San Luis. 

   La ciudad tenía prestigio de revolucionaria y liberal. No podía ser de otra manera. Cádiz albergaba una burguesía desarrollada, más que económica ideológicamente. Los comerciantes de la capital entraban en contacto frecuente con otras mentalidades más avanzadas políticamente a causa de sus frecuentes relaciones mercantiles. Además, era costumbre enviar a los hijos más preparados a estudiar a Inglaterra, cuna del comercio internacional, donde a la par que adquirían conocimientos fundamentales, entraban en contacto con las ideas sociales del momento.

   Esos gaditanos jóvenes, a cuya cabeza se puede situar a Fermín Salvochea y a José Paúl y Angulo, serán piezas fundamentales en la revolución de 1868. Su deseo de participar activamente en los primeros momentos de la misma, desarrollados en Cádiz, se debía a su intención de que no se tratase de un pronunciamiento militar más de los acaecidos en España durante todo lo que iba de siglo, sino de un levantamiento popular. Este deseo llevaría a los demócratas de Cádiz a organizar a sus seguidores en milicias armadas, con el fin de defender el sostenimiento de la revolución, primero bajo el nombre de Voluntarios de la Libertad y más tarde bajo el de Voluntarios de la República.

   Estas milicias de ciudadanos constituían una nueva versión de una serie de fuerzas populares que se remontan en España, como poco, a las organizaciones destinadas a defender los concejos de la Edad Media. Posteriormente, las milicias ciudadanas fueron utilizadas por los Reyes Católicos para sujetar la nobleza, mientras la fuerza popular conocida como Santa Hermandad, se empleó en la persecución de malhechores[1].

   El precedente más lejano en el tiempo para la ciudad de Cádiz son las Milicias Urbanas formadas en 1762, creadas por Carlos III para la mejor defensa de la ciudad. Durante la Guerra de la Independencia, la Constitución de 1812 estableció la duplicidad entre Ejército y Milicia, debiendo atender el primero la defensa exterior del Estado y la segunda el orden interior y el mantenimiento del ordenamiento constitucional. Simplificando, se trataba de delimitar el poder real a favor de la Nación: el Ejército quedaba en manos del rey, y la Milicia en las de las Cortes, no pudiendo el monarca usarla sin autorización de estas[2]. 

   El fenómeno de las milicias de las ciudades durante la Guerra de la Independencia es paralelo al de las guerrillas rurales. En diciembre de 1808, la Junta Central las regularizó mediante un reglamento que establecía su composición —de cincuenta hombres—, composición y sueldos, y se integraban en las divisiones regulares «para evitar desórdenes y operar con más ventaja contra el enemigo»[3]. En 1808, los Voluntarios de Cádiz, dieron paso a unidades especializadas de ciudadanos armados que se aprestaron a la defensa de la ciudad contra los franceses, como los Artilleros Voluntarios, las Milicias Urbanas, los Voluntarios Distinguidos de Línea, los Voluntarios de Extramuros y otros. 

   Estas organizaciones populares fueron el precedente de una serie de unidades paramilitares que fueron resurgiendo durante el siglo XIX con diferentes nombres en los periodos revolucionarios, con el fin principal de mantener el orden y garantizar el triunfo de la causa liberal, como la Milicia Nacional del Trienio Liberal (1820-23) y el Bienio Progresista (1854-1856), la Milicia Urbana, de adscripción moderada (1834) y la Guardia Nacional, de la etapa revolucionaria representada por el gaditano Mendizábal (1836)[4]. Pero si la razón de ser de los Voluntarios de Cádiz fue la de luchar «en defensa de su rey y de su nacionalidad, no queriendo consentir en ser colonia de Francia», las posteriores milicias armadas pretendían «abolir el absolutismo y establecer un trono constitucional»[5].

   Los demócratas gaditanos colaboraron estrechamente con los progresistas y unionistas en el alzamiento del 18 de septiembre de 1868, como se podrá comprobar en las primeras páginas de este libro. Sin embargo, poco después, sus relaciones con las autoridades nacionales revolucionarias se fueron deteriorando hasta hacerse pésimas. Es necesario analizar, y ello forma la segunda parte de esta obra, qué ocurrió para que la colaboración inicial desembocase en un cruento enfrentamiento armado en la ciudad. Ese breve en el tiempo pero intenso conflicto entre los Voluntarios de la Libertad de Cádiz y las fuerzas regulares del Ejército, en diciembre de 1868,  constituyen uno de los dos puntos culminantes del relato. Por último, presentaré unos acontecimientos muy poco conocidos, cuando, durante el mes de octubre de 1869 los republicanos, dirigidos por diputados nacionales de su partido, levantaron  partidas armadas en la Sierra de Cádiz, que sostuvieron durante unos días duros enfrentamientos armados con carabineros, guardias civiles y soldados.  

   Como fuentes necesarias para llevar a cabo esta breve aportación histórica, he utilizado fundamentalmente los periódicos locales coetáneos a los acontecimientos que relato. La prensa, como fuente histórica, presenta la realidad del momento, aunque tamizada por la opinión. El mayor interés de los periódicos del siglo XIX radica en que son instrumentos explícitos de una actitud ideológica concreta, ofreciendo, de esta manera, las interpretaciones concretas que cada grupo político hace de los acontecimientos generales y su conformidad o discordancia ante los mismos. 

   Pero, indudablemente, los documentos oficiales resultan más objetivos. Por esa razón, ha sido necesario el empleo de los libros de actas locales y provinciales del Archivo Histórico Municipal de Cádiz y del Archivo de la Diputación de Cádiz, algún legajo del Archivo Diocesano de Cádiz y también las disposiciones legales oficiales, tanto nacionales como  provinciales. Completo el estudio con el seguimiento de diversas monografías, tanto de la época como actuales.

   





   



  

    EL ALZAMIENTO DE SEPTIEMBRE DE 1868. CONSTITUCIÓN DE LOS VOLUNTARIOS DE LA LIBERTAD


     


    PREPARATIVOS


    El Diario de Cádiz del día 15 de febrero de 1868 publicó las siguientes líneas, que pueden considerarse un adelanto de lo que iba a suceder próximamente: «El verdadero reactivo de los instintos revolucionarios es la carencia de actividad; al encontrarse ociosas las gentes, se tornan turbulentas». Esa inactividad no era en aquellos momentos privativa de los obreros, sino también de muchos artesanos y burgueses de la ciudad, que según el mismo diario estaban reducidos a una escasez y miseria difíciles de ocultar.


    En abril de este año había fallecido Narváez. La gestión de su último Gobierno había estado condicionada por el temor a la revolución que se adivinaba. Julio pudo ser un mes clave. Los generales Francisco Serrano, Domingo Dulce y Antonio Caballero de Rodas fueron deportados a Canarias. En el fuerte militar conocido como Castillo de Santa Catalina, sito en Cádiz,  rechazaban la invitación del jerezano José Paúl y Angulo, personaje fundamental en la gestación del alzamiento, de precipitar los acontecimientos. Parece claro que no estaban dispuestos a contar con el elemento popular, que representaba el demócrata Paúl[6]. Desde estos momentos, aparece el germen de la futura ruptura dentro de la revolución. Los demócratas gaditanos, por una parte, trataban de conseguir que el general Juan Prim, el hombre más relevante del Partido Progresista, dirigiera el alzamiento; los integrantes del partido Unión Liberal, por otra, hacían todo lo posible por impedirlo, pues eran partidarios de entronizar al duque de Montpensier, cuñado de la reina doña Isabel, una vez triunfase el levantamiento[7].


    El Gobierno conocía la posibilidad de un pronunciamiento militar. En la cercana ciudad de San Fernando, los marinos daban frecuentes muestras públicas de su descontento. La Armada poseía abundante material de guerra, sobre todo en el arsenal de La Carraca, por lo que el gobernador militar, Joaquín de Bouligny y Fonseca, solicitó y obtuvo permiso para desmantelar parte de aquel material y depositarlo en otro Castillo de la capital, el de San Sebastián. Acabó el mes, y parecía que con la marcha a Canarias de los generales unionistas desaparecía el peligro. Pero en los primeros días de agosto tuvo Bouligny noticias de que el principal Regimiento de Cádiz, el Cantabria, estaba dispuesto a pronunciarse.


    Paúl y Angulo publicaría en julio de 1869  una serie de artículos periodísticos, con el título de «Memorias íntimas de un pronunciamiento», en los cuales trata de demostrar la activa participación de demócratas de Cádiz, Jerez y otras poblaciones de la provincia en el alzamiento. Paúl nos cuenta cómo todo estaba preparado para el día 10 de agosto. El jerezano había puesto sobre aviso a Prim, exilado en Londres, en contra de la condición impuesta por el brigadier Juan Bautista Topete y el general Rafael Primo de Rivera, los militares de alta graduación más favorables en Cádiz a los presupuestos de la Unión Liberal, partido formado por los progresistas menos radicales y los moderados más avanzados.  Se trataba de poner sobre las armas al Regimiento Cantabria, así como a varios centenares de paisanos procedentes de algunos pueblos de la provincia, sobre todo de Jerez de la Frontera, y en menor medida de El Puerto de Santa María y San Fernando. Estaba previsto que las guarniciones de Ceuta y Sevilla secundasen inmediatamente la acción. Topete y Primo de Rivera no se pusieron de acuerdo sobre si debía sublevarse en primer lugar el Cantabria o debía ser la Armada la que iniciase el movimiento desembarcando en la ciudad y esto hizo que no se diese el paso definitivo. Parece que el desacuerdo era una excusa y que en realidad sus dudas verdaderas se debían al ofrecimiento de colaboración de ciudadanos armados, que hubiese dado aportado un tono de levantamiento popular y no de pronunciamiento militar clásico, como ellos deseaban.


    Algunos meses después, Paúl exponía con reticencia lo incomprensiblemente que fue descubierto el intento. Francisco Belmonte, el gobernador civil, le había advertido personalmente a principios de agosto que tenía conocimiento de sus trabajos y estaba dispuesto a desterrarlo. No se puede descartar que los mismos miembros de la Unión Liberal hubieran puesto al gobernador sobre aviso.


    El golpe fue abortado y el más decidido partidario de los revolucionarios en el Regimiento Cantabria, el teniente Donoso Cortés, fue dado de baja inmediatamente de su destino. Muchos sargentos del regimiento fueron encausados y se detuvo a algún paisano[8].


    El 13 de agosto se publicaba en el Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz una circular del gobernador civil tratando de tranquilizar los ánimos. Comenzaba diciendo: «Ha llegado a conocimiento de mi autoridad que se hacen circular por esta capital con premeditada insistencia las más absurdas y extrañas noticias con el propósito de producir la alarma de este pacífico y honrado vecindario»[9].


    Según cuenta Paúl en sus Memorias íntimas de un Pronunciamiento, después del 10 de agosto los unionistas Ayala, Vallín, Joaquín Pastor y Pedro Pastor, y los demócratas Rafael Guillén, Ramón de Cala, Gumersindo de la Rosa y Fermín Salvochea, sostenían constante correspondencia con oficiales del Cantabria, carabineros y paisanos de la provincia. Los unionistas sólo se preocupaban en hacer venir a los desterrados de Canarias, mostrándose muy inquietos cuando recibían visitas de los demócratas. Hubo conversaciones entre Paúl y los unionistas Peralta, Ayala y Rancés en las que les comunicó que sus afirmaciones de que Prim no contaba con elementos a su favor en la provincia eran ridículas, pues los militares comprometidos  —destinados en el regimiento Cantabria— lo estaban a su nombre. La razón de los desacuerdos entre los unionistas y el resto de las fuerzas revolucionarias, es decir, progresistas y demócratas, estribaba en que los primeros solo buscaban la salida de Isabel II y la sustitución en el trono por su cuñado el duque de Montpensier, no pasando de ahí sus aspiraciones. De hecho, parece demostrado que el mismo duque trató de financiar el levantamiento[10].


    En los primeros días de septiembre, Prim comunicó a Paúl que estaba a punto de salir un vapor desde Londres hacia Canarias, llevando a emigrados progresistas. Dicho vapor recogería en las islas a los generales unionistas para marchar a continuación con todos hacia la península. La intención de Prim era hacer que el buque le dejase en  Gibraltar y así evitarse el viaje de ida y vuelta a Canarias. Es indudable que con esto podía ganar tiempo para hacerse con la situación. El capitán del mercante que debía zarpar con dirección a Londres, para pasar a continuación a Canarias, recibió inesperadamente orden de dirigirse en primer lugar a estas islas sin pasar por la capital inglesa. Los unionistas estaban detrás de ello.


    Se arregló por parte de Paúl y sus correligionarios, la salida de un nuevo vapor que fuese de Londres a Gibraltar. El unionista Ayala, decidió por su parte fletar otro buque para recoger a los generales de Canarias. Paúl apoyó la idea e incluso le puso en contacto con un capitán llamado Lagier. 


    Paúl, de acuerdo con el capitán, lograron diferir la salida del barco que iba a Canarias, el «Buenaventura», hasta el 6 de septiembre. Los unionistas echaron sus cuentas, pero no contaron, según escribe Paúl en sus memorias, «con los vientos, el mal tiempo, y sobre todo la voluntad del republicano Lagier»[11].


    El día 12 de septiembre, por su parte, subía Prim a bordo del trasatlántico «Delta», haciéndose pasar por criado de los Condes de Bark. En segunda clase viajaban asimismo Ruiz Zorrilla y Sagasta haciéndose pasar por  comerciantes.


    Antoni, espía a favor del marqués de Vistahermosa, embajador en Londres, fue descubierto poco antes por Prim, que supo mantener la ficción, haciendo que llegaran al embajador noticias falsas y cartas supuestas, de tal manera, que cuando Prim estaba ya en Gibraltar, el presidente del Gobierno, González Bravo, seguía pensando que no se había movido de Inglaterra[12].


    Se ha supuesto que los fondos necesarios para traer a Prim desde Gibraltar a Cádiz, los puso un primo de José Paúl y Angulo, Francisco Paúl y Picardo. Según el primero no fue así, sino que los señores Alcón, que tenían una compañía de barcos que hacía la ruta entre las dos ciudades, pusieron a su entera disposición uno de ellos, el «Alegría», que salió de Cádiz el día 15 de septiembre.


    El día anterior había sostenido Paúl y Angulo una entrevista con el unionista Pedro Pastor, quien le confirmó en nombre de Topete que los marinos aceptarían a bordo de cualquiera de sus barcos surtos en la bahía de Cádiz al primer general que llegase. Pero por otra parte aconsejaban que Prim no embarcase en el «Alegría», sino que esperase a la goleta «Ligera», que estaba en aguas próximas a Gibraltar. Esta claro que la preocupación de cada una de las partes era hacer llegar primero a aquellos que mejor podían representar sus aspiraciones concretas dentro de la revolución. 


    La misma tarde del día 15 de septiembre, llegaban a Cádiz desde Jerez civiles armados al mando de Ramón de Cala, republicano que siempre destacó como estrecho colaborador de Paúl. Cala fue apresado inmediatamente, pero los civiles armados se mantuvieron escondidos en una tienda llamada «El Colmado» y el Café «Iberia», lugar habitual de tertulias de los demócratas, así como en algunos domicilios particulares.


    El buque que traía a Prim llegó a Gibraltar durante la mañana del día 16 septiembre, con un viento de levante muy fuerte. Paúl y Angulo y el jefe del Cantabria, coronel Melero, estaban ya esperándole. Pasaron todos al «Alegría» donde mantuvieron una entrevista, en la que se trató sobre si Prim debía presentarse a bordo de la fragata blindada  «Zaragoza», principal buque de la escuadra anclada en el muelle de Puntales, a las afueras de Cádiz en dirección a San Fernando, o si debía esperar a que llegasen los generales de Canarias. Obviamente, se optó por lo primero, dirigiéndose inmediatamente hacia Cádiz.


    El mismo día 16, sobre las 9 de la noche, se presentó a bordo de la «Zaragoza» su segundo comandante, Francisco Castellanos. Poco tiempo después llegaba el primer comandante, capitán de navío Rafael Malcampo. Como solían dormir en tierra, su presencia resultaba extraña a la tripulación. Algo más tarde, embarcaba el brigadier Juan Bautista Topete, capitán del puerto de Cádiz, que en unión de los jefes aludidos, reunió sin dilación a la oficialidad, para explicar los motivos de un inminente pronunciamiento de la Marina.


    A las 12 de la noche, estando aún en esta conversación, se oyeron voces pidiendo un bote para subir a bordo. Eran los pasajeros del «Alegría», que, una vez llegados a la bahía gaditana, habían pasado al remolcador «Adelia», para acercarse a la «Zaragoza». Iban cuatro tripulantes ingleses, el general Prim, Práxedes Mateo Sagasta, Manuel Ruiz Zorrilla —ambos miembros del Partido Progresista que destacarían en poco tiempo—, Paúl y el coronel Melero.


    Los hechos que vamos a referir a continuación son en buena parte conocidos. Si los tratamos ahora es sobre todo para hacer especial mención a los trabajos de los republicanos de Cádiz y deducir el peso que pudieran tener sus actuaciones en el éxito final del alzamiento.


     


    EL ALZAMIENTO


    En la madrugada del 16 al 17 de septiembre, se llevó a cabo una conferencia en la «Zaragoza» en la que, además de los ya citados, participaron Gumersindo de la Rosa, futuro diputado republicano a Cortes, Francisco Lizaur, periodista perteneciente al partido democrático y Sánchez Mira, capitán retirado, que por entonces se declaraba también republicano.


    Se decidió que ese mismo día, ya 17 de septiembre, a las 12 del mediodía se produciría el pronunciamiento de la Escuadra. Después de la reunión con Topete, el coronel Melero marchó al regimiento Cantabria, donde le esperaban el capitán de Infantería de Marina Borrero, recién escapado del Castillo de Santa Catalina, donde se hallaba preso, y el teniente Donoso Cortés. Por su parte, Sánchez Mira, La Rosa y Paúl se reunieron en la calle del Rosario con unos cien republicanos armados, con la pretensión de apoderarse del edificio sede del Gobierno Militar, pero al enterarse de que había allí una fuerza muy superior de guardia civil esperándoles, decidieron esperar a que se sublevase el regimiento Cantabria. 


    Es muy probable que las autoridades de Cádiz estuvieran al corriente de todo. De hecho, el comandante del vapor «Isabel II», a las órdenes de Topete, era hermano del gobernador militar. Resulta sintomático que Ramón de Cala fuera apresado nada más entrar en Cádiz al mando de los civiles armados traídos por él y José Paúl y Angulo desde Jerez, así como el hecho de que el edificio del Gobierno Militar estuviera defendido la madrugada del 16 al 17 por un número muy elevado de guardias civiles. —Paúl en sus «Memorias Íntimas de un Pronunciamiento» da la cantidad de mil—. Por otra parte, el gobernador civil publicó un bando el día 17 en el que mostraba claramente estar enterado de lo que se preparaba.


    Podemos considerar a Paúl y Angulo, enlace de Prim, como pieza fundamental en el levantamiento. Su empeño en traer paisanos armados para que colaborasen con los militares del regimiento Cantabria en la toma de los edificios del Gobierno Militar y Civil hay que interpretarlo no como consecuencia de una necesidad real de colaboración, sino como un deseo de dejar bien sentado desde el principio que el golpe no era de naturaleza exclusivamente militar. La experiencia había demostrado a lo largo del siglo que los pronunciamientos militares producían cambios de poder e incluso daban lugar a orientaciones políticas más o menos progresistas. Pero no era esa la revolución que pretendían los demócratas.


    Este aspecto comentado, no sería después reconocido por los militares, que detentaron el poder desde los primeros momentos y condujeron la revolución por caminos muy distintos de lo que pretendían los demócratas republicanos e incluso los progresistas más comprometidos con un cambio auténtico. Esta circunstancia iba a producir en poco tiempo un fuerte descontento entre los gaditanos más avanzados políticamente, y daría lugar a diversas alteraciones del orden y algún episodio dramático para la ciudad, el primero de los cuales iba a ser la insurrección armada del día 5 de diciembre de ese mismo año.


    Una  vez amanecido el 17 de septiembre, se esperaba a la señal de la Escuadra, que debía ser una salva de cañón, pero ésta no se produjo. Paúl se trasladó a la «Zaragoza» para pedir explicaciones, recibiendo una tan poco satisfactoria como que  se habían producido dificultades para maniobrar los buques a fin de que pusieran sus costados hacia la ciudad y así se hiciera visible la descarga prevista. Topete debía estar al corriente de la proximidad del «Buenaventura», procedente de Canarias con los generales unionistas, y trataba de ganar tiempo a toda costa.


    El mismo día 17 publicaba el gobernador civil una circular en la línea de desmentir lo que era del dominio público en la ciudad, pasando a continuación a resignar su autoridad en el gobernador militar Joaquín de Bouligny. Este publicó el día 18 de septiembre un bando militar, que fue leído por el sargento mayor de plaza en distintos lugares de Cádiz, a partir de las seis de la mañana: 


    GOBIERNO MILITAR DE LA PLAZA Y PROVINCIA DE CÁDIZ


     


    BANDO


     


    GOBIERNO MILITAR.- D. Joaquín de Bouligny y Fonseca, Mariscal de Campo de los Ejércitos Nacionales y gobernador militar de esta plaza y provincia.


     


    En vista de los alarmantes rumores que con insistencia circulan de próximos trastornos del orden público en la provincia de mi mando, y habiendo resignado el suyo en mi autoridad el Excmo. Sr. gobernador civil, con arreglo al art. 44 de la Ley de Orden Público, he venido en disponer:


     


    1º) Se declara en Estado de Sitio esta plaza y su provincia.


     


    2º) Los Tribunales, Autoridades y demás empleados de la Administración, continuarán como hasta aquí en el libre ejercicio de sus funciones.


     


    3º) Todo el que de cualquier manera promueva o induzca a la rebelión, ataque al Gobierno establecido o falte a las disposiciones que emanen del mismo, será juzgado en consejo de guerra con arreglo a las ordenanzas militares, en cumplimiento de lo que determina la citada ley.


     


    Cádiz, 18 de septiembre de 1868.


     


    Joaquín de Bouligny.


     


    Un segundo bando prohibía la formación de grupos en las calles y  ordenaba la entrega de armas en poder de paisanos y la salida inmediata de la ciudad de los forasteros que se encontraran en ella sin causa justificada, prueba muy clara del temor de la autoridad militar a un golpe eminentemente civil.


    Pero ya era muy tarde. A la una de la tarde del mismo día 18 de septiembre, por fin, Topete daba la orden de «fuego» a la Escuadra, acompañada de los «vivas» de ordenanza a la reina, que fueron apagados inmediatamente por otros de Prim a la Soberanía Nacional y a la Libertad[13].


    Mientras tanto, el Gobierno parecía ser totalmente ajeno a lo que estaba ocurriendo. Por la mañana de ese mismo día el gobernador militar de Cádiz recibía un telegrama del jefe del Gabinete, González Bravo, en el que este afirmaba que tenía «la seguridad de que esa misma fuerza  —la Armada—sería la que más contribuyese a reprimir y castigar cualquier rebelión (...). Esté seguro —decía González Bravo— que nadie viene de Canarias e Inglaterra». Como una muestra más del absoluto desconocimiento por parte del Gobierno de la grave situación, a las tres de la tarde, dos horas después del pronunciamiento oficial de Prim y Topete, recibía Bouligny un nuevo telegrama en el que se le decía: «Procure V.E. no pasar adelante en las disposiciones que ha tomado. Estoy perfectamente seguro que la agitación que ahí nota, no es otra cosa que el que se empiezan a conocer planes que puede decirse abortados ya. El Gobierno tiene informes seguros sobre eso». Está claro que la ficción mantenida mediante amenazas al espía Antoni había engañado totalmente a las autoridades de Madrid.


    Durante la tarde del 18 de septiembre el regimiento Cantabria tomó la casa aduana, sede del Gobierno Civil. Hubo cierto número de paisanos pertenecientes al partido democrático que se unieron a las fuerzas militares para llevar a efecto dicha acción, entre ellos De La Rosa, Guillén, Salvochea y Barra, que se reunieron previamente en la cercana plaza de San Juan de Dios, donde se encuentra el Ayuntamiento. El edificio fue ocupando sin que se ofreciese ninguna resistencia. Muchos debían ser los civiles armados que tomaron parte en el hecho, pues estuvo a punto de producirse una confrontación armada entre ellos y los militares cuando el coronel Melero se negó a que quedaran civiles de guardia en el edificio[14]. Bouligny, mientras tanto, se había atrincherado en el Castillo de Santa Catalina, con los artilleros del cuartel de San Roque, opuestos al pronunciamiento.


    Al toque de diana del día 19 de septiembre la banda de música del regimiento Cantabria saludó el alzamiento con el himno de Riego. A las siete de la mañana desembarcaban Prim y Topete en Cádiz, entre manifestaciones de fervor popular. Por la tarde llegaba el «Buenaventura» a Cádiz. Los mismos que vitorearon a Prim no hicieron sino dejar pasar en silencio a los generales unionistas.


     


    LAS JUNTAS. FUNDACIÓN DE LOS VOLUNTARIOS DE LA LIBERTAD


    A las tres de la madrugada del 18 al 19 de septiembre, antes de que desembarcaran Prim y Topete en Cádiz, y una vez resuelto el alzamiento en la ciudad, se había constituido en el edificio del Ayuntamiento una Junta Revolucionaria Provisional. Sus componentes eran los siguientes:


    Del Partido Progresista: el presidente, José de Sola; el vicepresidente, Antonio Ángel de Mora; Juan José Junco, Manuel Puelles, Manuel de Sola, Pedro de la Cruz Romero, Luis Leiras y Hortensio Tamayo. 


    Del Partido Demócrata:  Antonio Rafael García, Ramón de Cala, Rafael Guillén, Narciso Campillo, José Paúl y Angulo y el secretario, Eduardo Benot. 


    Del Partido de Unión Liberal: El conde de Casa Brunete, Pedro White y Eduardo Asquerino[15].


    La mayor relevancia de esta Junta está en el hecho de que era una corporación de carácter totalmente civil, que iba a tomar decisiones provisionales de carácter estatal antes de que los militares sublevados desembarcasen, posiblemente con la intención de tomar la iniciativa. Si bien estaba dominada por personas del Partido Progresista, todos ellos pertenecían a su ala más avanzada y, muy próximos ideológicamente a los demócratas, estaban dispuestos a una colaboración mutua. Es decir, eran «verdaderos revolucionarios», tal como entendían la revolución los demócratas. 


    La Junta proclamó las libertades de enseñanza pública, de imprenta, de cultos, de reunión y asociación y de comercio. La libertad de cultos, proclamada a propuesta del demócrata  Antonio Rafael García, director del periódico La República Federal, no sería tratada por ninguna de las otras dos Juntas que iban a suceder a la provisional. Entre las medidas de la Junta Provisional que desarrollaron la libertad de comercio, destacan la supresión de los derechos de consumo, la supresión de los alquileres pagados por los dueños de los puestos del Mercado de la Libertad y el desestanco del tabaco y de la sal. Además, en el breve período en que estuvo funcionando, tomó una serie de medidas de carácter judicial, entre las que se encuentran la de poner en libertad a todos los presos políticos de la cárcel de la ciudad, así como la de crear una comisión para investigar los hechos relativos a la bancarrota del Banco de Cádiz y otras instituciones crediticias de la ciudad, que la Junta consideraba como origen de la miseria general que afectaba a la población. Hay que apuntar que la excarcelación de los presos no fue otra cosa que la aprobación de un hecho consumado, pues el día anterior un grupo de personas había asaltado la cárcel, poniendo en libertad a todos los detenidos.


    Por lo que respecta a la composición de la Junta, que estaba representada por ocho miembros del Partido Progresista, seis del Democrático y tres de la Unión Liberal, los  progresistas representaban, como hemos apuntado, las posturas más avanzadas dentro de su partido. Los unionistas quedaban, pues, en franca minoría, siendo imposible que prosperasen sus propuestas. El hecho de que tanto el presidente como el vicepresidente fueran del Partido Progresista, así como su mayor peso numérico, no denotan una superioridad real sobre los demócratas, sino que estos, como integrantes de un partido no experimentado en tareas de Gobierno, reconocían la mayor capacidad y organización de aquellos. Es obvio que esta Junta, compuesta por elementos exclusivamente civiles, no podía durar mucho tiempo, pues la posición más fuerte estaba en manos de los militares que habían dirigido el alzamiento. Cuando La Junta  designó una comisión para informar al general  Prim de su constitución, este indicó a sus componentes que se mostraba partidario de que continuase funcionando hasta que se adoptase otra resolución, forma elegante de decir que pensaba sustituirla.


    Al día siguiente de la constitución de la Junta Revolucionaria Provisional, Prim formó la Junta Provisional de Gobierno, también autodenominada Junta Provincial de Gobierno, con un militar, el brigadier Juan Topete, como presidente. No sustituyó inmediatamente a la primera, pues vino a considerarla una entidad de carácter local, basándose en que se reunía en el edificio que había sido sede del Ayuntamiento. Es muy probable que el enfrentamiento que se produjo el día 18, con ocasión de la toma de la casa de la aduana, entre los militares y los paisanos, viniera producido por algo más que el simple deseo honorífico de mantener una guardia en el edificio. Es lógico pensar que el coronel Melero tenía órdenes respecto a no permitir que los civiles que participaron en los primeros pasos del levantamiento quedasen reunidos allí, pues esto podría implicar que exigiesen participar en la constitución de una Junta en la que los demócratas tuviesen un peso elevado.


    Los paisanos sublevados habían formado su Junta en la casa del Ayuntamiento, y al no permitírseles quedarse en la sede del Gobierno Civil, los militares lograban minimizar las medidas tomadas por aquellos antes de su desembarco y toma de poder, atribuyendo a la Junta Revolucionaria un carácter exclusivamente local, a manera de sustitución de las que pudiera tomar un Ayuntamiento en casos de gravedad. La composición de la Junta Provisional de Gobierno daba mayor peso específico a los más moderados dentro de cada partido. Prim sabía que algunos de sus componentes, concretamente los unionistas, no eran queridos en la población. En un bando publicado en  Boletín Oficial Extraordinario de la Provincia este día, decía, respecto a la Junta Provincial: «Si hubiera algún pequeño resentimiento contra alguno de sus miembros, yo os ruego que lo olvidéis; si hubiera alguna prevención, yo os suplico que desaparezca».


    Varios integrantes de la Junta Revolucionaria pasaron a la Provincial. Así sucedió con los demócratas Ramón de Cala, Rafael Guillén y Eduardo Benot, con el unionista conde de Casa Brunete —que no se llegó a presentar— y con el progresista José de Sola. Pero lo que daba un vuelco a la balanza era que pasaba de hecho a ser controlada por los militares, y sobre todo la ausencia casi total de los progresistas de aquella Junta, sustituidos por otros del mismo partido, pero menos avanzados en sus planteamientos y por ello nada proclives a colaborar con los demócratas. 


    Los Integrantes iniciales de la Junta Provincial de Gobierno eran: 


    Pertenecientes o afines a la Unión Liberal: Juan Bautista Topete: Presidente; Pedro López Ruiz y Pedro Víctor: Vicepresidentes; Juan Valverde, Antonio Lerdo de Tejada, Manuel Mac Crohon, Antonio Pérez de la Riva, Conde de Casa Brunete y Joaquín Pastor. 


    Progresistas: José de Sola, Pablo Tosso y Julián López. 


    Demócratas: Manuel Francisco Paúl, Ramón de Cala, Rafael Guillén y Francisco Lizaur.


    No se presentaron el conde de Casa Brunete y Julián López, que fueron sustituidos José Hiscio González y Pedro Rudolph, unionista y progresista respectivamente. Además, el mismo día 20 entraron también a formar parte de la Junta el general Rafael Primo de Rivera y Práxedes Mateo Sagasta, el primero unionista y el segundo —un político que destacará toda la segunda mitad del siglo XIX— progresista.


    Tenemos que aclarar que el Partido Democrático en Cádiz se mostró desde el principio muy favorable a entrar en coalición con determinados miembros del Progresista. Más tarde, al pasar el partido a convertirse en Republicano, se fue creando una relativa división entre los partidarios de mantener la coalición y los que la veían como ficticia e imposible. Por lo que respecta a los progresistas, el abanico era tan amplio que pasaba desde los que rozaban con sus planteamientos los de los demócratas —como Juan José Junco, Manuel y José de Sola,  Antonio de Mora y  Pedro de la Cruz—, hasta los que se diferenciaban de los unionistas en muy poco —como José María del Toro y José Arcos—. Estamos, en definitiva, ante el germen de dos partidos formados a partir del Progresista: el Radical y el Constitucional. 


    Volviendo a la Junta Provisional de Gobierno, los acuerdos iniciales, tomados el mismo día de su constitución, a las nueve y media horas de la mañana, muestran su moderación: No tomar ninguna resolución que pudiera tener carácter permanente de ley de Estado, ni «presuponer subsistentes ninguno de los códigos políticos que han regido en diferentes épocas los destinos de la Nación»  —es decir, las Constituciones de 1812 o 1820—; acatar la Constitución que dé al país la representación nacional reunida en Cortes, y, por último, adoptar y hacer obedecer resueltamente todas las medidas necesarias al triunfo del alzamiento.


    Una vez aprobadas estas bases iniciales, la Junta acordó las siguientes medidas[16]:  


    

      	Nombrar general en jefe del ejército liberal al duque de la Torre. 


      	Nombrar jefe superior de las fuerzas marítimas a Topete. Relevar del mando de capitán general del departamento a Ramón María Pey. 


      	Nombrar jefe civil de la provincia de Cádiz a Práxedes Mateo Sagasta. Nombrar vocales de la Junta a los no presentes Rafael Primo de Rivera, Práxedes Mateo Sagasta y Antonio Durán. 


      	Preguntar a los que no asistieron —el Conde de Casa Brunete y Julián López, unionista el primero y progresista el segundo— si se les debía considerar vocales.


      	 Completar la Junta Revolucionaria constituida en el Ayuntamiento en las primeras horas del día 18, y darle las gracias por sus servicios y acertadas disposiciones. Es decir, se renovaba la Junta Revolucionaria con miembros que sustituyeran a los que habían pasado a formar parte de la provincial. Lo que se pretendía con ello, más que nada, era dejar clara la supeditación de la Junta Revolucionaria a Provisional de Gobierno, e introducir en ellas miembros más moderados. La expresa mención a que la Junta revolucionaria se había reunido en el Ayuntamiento, se hacía para darle implícitamente un carácter de local. 


      	Conceder veinticuatro horas a todos los empleados públicos para que manifiesten su adhesión al alzamiento. La omisión se consideraría desobediencia a la Junta. 


      	Declarar disueltos Diputación, consejo de provincia y Ayuntamiento. 


      	Allegar inmediatamente recursos por medio de medidas extraordinarias, utilizando las existencias de los almacenes de la provincia. Inutilizar los billetes de la lotería anunciada por el anterior Gobierno. 


      	Nombrar tres comisiones: Guerra y Marina, con José de Sola, Antonio Durán y Joaquín Pastor; Hacienda, con Manuel Francisco Paúl, Horacio Alcón y Pablo Tosso; y Gobierno,  con Pedro Víctor, Ramón de Cala y Juan Valverde. 


    


    Una vez establecida la Junta, sus funciones más relevantes fueron las de carácter económico, si bien hay que diferenciar las eminentemente comerciales de las que podríamos denominar en un sentido amplio como tendentes a garantizar la nueva situación.


    Por lo que se refiere a las primeras, el día 23 de septiembre se acordaba la rebaja, en principio hasta el 15 de octubre, de un treinta y tres por ciento de los aranceles vigentes,  un cincuenta por ciento en la introducción de tabaco y  un setenta y cinco por ciento en la venta de la sal estancada. Otra medida de este tipo fue la que se tomó el 27 de septiembre respecto a considerar el comercio con las Antillas como de cabotaje, en lo referente a los derechos  de navegación. El 16 de octubre, por último, se restableció el depósito de tabacos de Cádiz, que había sido suprimido en 1865[17].


    En lo que respecta las medidas económicas de amparo a la revolución, el 23 de septiembre se entregaron cincuenta mil escudos al general Serrano, para ayudar en la organización del ejército que se dirigía a Córdoba[18]. El 30 de septiembre se enviaron, asimismo, veintiocho mil escudos a la Escuadra, para sufragar gastos. Para conseguir fondos, la Junta acudió a dos salidas. En primer lugar, se sabía que en los consulados españoles de los puertos de Marruecos existía la cantidad de doscientos mil duros. Como no reconocieron el alzamiento, los consulados no estaban dispuestos a entregar estas cantidades, por lo que se dispuso la salida del vapor «Vulcano» autorizándose a su comandante, capitán de fragata Adolfo Guerra, a tomar ese dinero. En segundo lugar se acudió al remedio de solicitar aportaciones a las Juntas Locales. No se obtuvo mucha colaboración en este sentido. Algunas, como las de El Bosque, Setenil, Zahara y Ceuta aportaron pequeñas cantidades.


    Desde el punto de vista exclusivamente defensivo, destaca la decisión, tomada el 24 de septiembre de armar a grupos de ciudadanos en los pueblos de la provincia, como precaución ante cualquier posible intento contrarrevolucionario. A medida que se iban instalando Juntas locales, la provincial enviaba armas. El día 25, incluso, se enviaron nada menos que cuatro mil fusiles a la Junta de Málaga. El 27 de septiembre se acordó llamar a las armas a los soldados de la segunda reserva sedentaria durante el tiempo necesario, pero el  2 de octubre se suspendió el llamamiento[19]. 


    Por fin, el 30 de septiembre se decidió formar dos batallones de Voluntarios de la Libertad, y entregar a dicho cuerpo mil fusiles, accediendo a una propuesta que surgió en una reciente reunión de los demócratas en el teatro Circo y fue asumida inmediatamente por la Junta Local, a la que nos vamos a referir a continuación.


    Las normas por las que se había de regir el Cuerpo eran:


    1º.- La fuerza ciudadana estará a las órdenes de la Junta Local. 


    2º.- Si la -Junta- militar necesita de ella para algún servicio ordinario pedirá a la local la fuerza que considere indispensable. 


    3º.- En circunstancias extraordinarias, cuando el orden esté perturbado o amenazado de perturbación, no podrá hacerse uso de la fuerza ciudadana sin que medie acuerdo entre las autoridades militar y local[20].


    El mismo día 30 de septiembre se autorizó a las Juntas Locales del resto de la provincia a que creasen cuerpos de Guardia Rural, con el fin de garantizar los bienes, «especialmente a los propietarios y cultivadores».


    Hemos visto cómo la primera Junta que se organizó en Cádiz tras el alzamiento, la Revolucionaria Provisional aprobó inmediatamente una serie de libertades. Lo mismo hizo la Provincial de Gobierno, con la única excepción de que nunca trató acerca de la libertad de cultos.


    Recién nombrada la Junta Provincial de Gobierno, el día 21 de septiembre acordó la formación de una Junta Local, que desempeñase las funciones del disuelto Ayuntamiento. Con ello venía a sustituir a la Revolucionaria. Esta decisión, lógica en apariencia, pues el mismo nombre con que se autodesignó la primera Junta dejaba claro su carácter, iba a dar lugar en breve plazo sucesos muy graves. La cuestión era que la referida Junta Revolucionaria Provisional se dio esa calidad de temporal porque sus componentes preveían la formación de otra elegida por sufragio universal, pero no por una nueva  impuesta por la autoridad militar. El hecho de que los miembros de la primera Junta que se formó en Cádiz se mantuvieran en las otras dos que se constituyeron a continuación no conformó a los demócratas y progresistas avanzados, que más que el poder buscaban el cambio político. Vimos que la Junta Provincial tomó a seis miembros de la Revolucionaria. En la Local quedaron otros nueve. Prim logró  nivelar la preponderancia inicial de demócratas y progresistas avanzados, al crear la Junta Provincial, pero esto mismo convirtió a la Local, en  heredera de la Revolucionaria y representante, por tanto, de las aspiraciones más netamente innovadoras de los gaditanos.


    Los componentes de la Junta Local eran:


    A. Ruiz de Bustamante, Alejandro Miñano, Pedro Ors, Salvador Hervant, Rafael Mato, Julio Grimaldi, Cesáreo López, Agapito Gutiérrez de la Concha, José Arcos, Gumersindo de la Rosa, José Beranger, Juan Izquierdo, Pablo Arduña, Eduardo Genovés, José del Toro, Ricardo Barra, Manuel Barrocal, José Huidobro, Jacinto Romaní, Anselmo Abascal, Francisco de la Vega, Francisco Zamudio, José Hiscio González, Fermín Salvochea, José Ferrer, Santiago de la Torre, Marcelino Martínez, Pedro de la Cruz Romero, Antonio de Mora, Luis Leiras, Antonio Rafael García, Narciso Campillo, Manuel de Puelles, Manuel de Sola, Juan José Junco y Hortensio Tamallo. (Los subrayados —por mí— proceden de la Junta Revolucionaria Provisional).


    La correlación de fuerzas de esta Junta repetía la de la Revolucionaria. El interés de los militares en que quedara claro el carácter local de aquella, hizo que muchos de sus miembros pasaran a la nueva Junta. Lógicamente, se trataba de los más avanzados, puesto que no convenía integrarlos en la Junta Provincial. De esa manera, aunque de hecho había doce miembros de cada partido, de nuevo los progresistas avanzados resultaron determinantes. Así, de los ocho de la Junta Revolucionaria Provisional, siete pasaron  en la Local. Solo faltaba José de Sola, Presidente de la Junta Revolucionaria Provisional, que pasó a la Provincial. Los demócratas de  la Junta Revolucionaria, al contrario, no pasaron, salvo dos de ellos, a la local. Pero ahora aparecen en la escena política otros elementos tan relevantes como Fermín Salvochea, Gumersindo de la Rosa o José Ferrer.


    A partir de lo expuesto, es fácil deducir que para los demócratas de Cádiz la Junta Local fue la verdadera representante de sus ideas revolucionarias. No es de extrañar, pues, dada la escasa capacidad de maniobra de los unionistas y progresistas moderados de la Junta, que sumaban diecisiete componentes de un total de treinta y seis, y las medidas avanzadas impuestas por la mayoría, que comenzaran muy pronto las dimisiones. El mismo día 21  excusó su presentación el unionista Antonio Ruiz de Bustamante alegando razones de salud. El 24 dimitieron Eduardo Genovés, Salvador Hervant, Francisco María de la Vega, Pablo José Orduña, José Huidobro y Anselmo Abascal.  El 25 lo hizo Santiago de la Torre, y el 28 Juan Izquierdo. Todos eran de la Unión Liberal. Una de las principales causas de estas dimisiones fue la reunión de los demócratas de la Junta Local en el teatro Circo, el día 24 de Septiembre, en la que acordaron solicitar a la Junta Provincial la creación de dos Batallones de Voluntarios de la Libertad a la que nos hemos referido más arriba, con la correspondiente entrega de dos mil fusiles, así como la solicitud de arresto de varios miembros del Banco de Cádiz, y de los sociedades de crédito de gaditanas.


    Por otro lado, el mismo 24 de septiembre la mayoría demócrata-progresista de la Junta Local aprobó el derribo del exconvento de los Franciscanos Descalzos con el fin de aumentar el espacio del próximo mercado de abastos —que fue edificado en 1837 en lo que había sido el huerto del mismo convento— y al mismo tiempo de que la obra de demolición sirviera de medio de trabajo para los más desfavorecidos. Tal vez lo que más hirió las susceptibilidades de unionistas y progresistas moderados fue la prohibición, acordada ese mismo día de  toda manifestación externa de carácter religioso. El 9 de octubre la Junta Local publicaría un edicto de subasta para la demolición del referido convento con un presupuesto de doscientos cinco mil reales[21]. 


    Los hechos anteriores hicieron que el día 14 tan solo asistieran a sesión de la Junta Local diecinueve miembros. Ya habían dimitido con anterioridad los unionistas y ahora lo hacían los cinco progresistas no procedentes de la Junta Revolucionaria: José María del Toro, que anunció su decisión el mismo día 14, Agapito Sánchez de la Concha, Cesáreo López, José de Arcos y Manuel Barrocal —este último, presidente—, que lo hicieron el día 15.


    Como se puede ver, en Cádiz las disensiones entre unionistas y progresistas moderados, por una parte, y republicanos y progresistas avanzados, por otra, aparecieron casi desde el mismo momento en que triunfo la revolución. Pero la formación de un Gobierno provisional que excluía completamente a demócratas y republicanos, y las medidas concretas que dictó el Gabinete, darían en poco tiempo lugar a un descontento aún mayor, que culminaría en un enfrentamiento armado que ensangrentó las calles de Cádiz.


    


    


    


  




DESCONTENTO DE LOS DEMÓCRATAS GADITANOS

    

   FORMACIÓN DEL GOBIERNO PROVISIONAL. DISOLUCIÓN DE LAS JUNTAS

   En Madrid, la revolución trajo la formación de dos Juntas, una integrada por unionistas y progresistas y la otra por los demócratas que más adelante formarían parte del Partido Republicano federal. El 5 de octubre, por mediación del demócrata Rivero, se llegó a la formación de una Junta común, de conciliación, la Junta Superior Revolucionaria, presidida por Eduardo Chao, que debía encargarse de convocar elecciones para elegir otra definitiva[22].

   Esta Junta publicó el 8 de octubre una completa declaración de derechos, pasando a conferir al general Francisco Serrano facultades para constituir un Gobierno provisional que atendiera los principios del alzamiento. 

   El Comercio, periódico gaditano partidario de la situación anterior, y más adelante defensor de la restauración alfonsina, dejó de publicarse el mismo 18 de septiembre, volviendo a sus tareas el 13 de octubre. En su primer número después del golpe revolucionario, insertó la declaración de derechos de la Junta Superior Revolucionaria, que abarcaba: sufragio universal, libertad de cultos, libertad de enseñanza, libertad de reunión y asociación pacíficas,  descentralización administrativa que devolviera su autonomía a los municipios y a las provincias, juicio por jurados, unidad de fuero en todos los ramos de la administración de justicia, inamovilidad judicial y  abolición de la pena de muerte. Se echaba en falta, y así lo comentó El Comercio, una referencia a la libertad de comercio[23].

   Al día siguiente, se constituía el Gobierno provisional, con la particularidad de que uno de los partidos protagonistas de la revolución, el Demócrata, no contaba con ningún representante en el Gabinete, lo cual produjo en la mayor parte de los hombres del partido una clara contrariedad. Parece ser que el demócrata  Nicolás María Rivero estaba en principio destinado a ocupar el ministerio de Gracia y Justicia, pero no lo aceptó por pretender otra cartera más para su partido, posiblemente para Manuel Becerra o Cristino Martos. De todos modos, estos eran los personajes que más pronto se iban a alejar de los presupuestos encarnados por la mayoría de los demócratas, pasando a entrar en coalición con las fuerzas políticas que detentaban el poder, y aceptando la monarquía democrática como forma de Gobierno.

   Las Juntas de toda España suponían para el recién organizado Gobierno un molesto poder paralelo. Sobre todo la Superior Revolucionaria, que el 12 de octubre se atribuyó la última potestad para ejercer la tutela del Gabinete. Este daba un primer paso para deshacer las Juntas mediante el decreto de 14 de octubre, en que ordenaba a las Juntas Provinciales y Locales que eligiesen, tomando como fecha límite el 20 del mismo mes, Diputaciones y Ayuntamientos respectivamente. El decreto decía[24]:

   1º. - Las Juntas Locales y las de las capitales de provincia que no hayan nombrado los Ayuntamiento y Diputaciones provinciales, que provisionalmente han de sustituir a las corporaciones de aquel carácter que existían el 18 de septiembre último, procederán a hacer esos nombramientos de manera que estén terminados para el 20 del corriente mes.

   2º. Las Juntas Locales de gobierno nombrarán el Ayuntamiento de cada distrito municipal, y las Provinciales la Diputación correspondiente a los distritos en que para tal fin está dividida la provincia.

   3º. Los cargos de individuo de la Junta de gobierno no son en manera alguna incompatibles con los de concejal y diputado provincial.

   4º. En las capitales de provincia donde no se haya constituido Junta Provincial, se nombrará solamente el Ayuntamiento y el diputado o diputados que correspondan a la localidad, excitando a las de los pueblos a hacer lo mismo y a las de las capitales de distrito a designar además su cometido.

   Terminadas estas operaciones, que deben realizarse dentro del plazo fijado en la regla 1ª, y que se encargarán de transmitir  y hacer cumplir en los pueblos, las Juntas de las capitales, a cuyo efecto publicarán esta circular en los Boletines Oficiales respectivos, darán cuenta al Ministerio de la Gobernación, a fin de que pueda fijarse con anticipación el día en que deberán hacerse las elecciones por sufragio universal. 

   Sagasta, como ministro de la Gobernación, dio el segundo paso, ordenando el mismo día 20 de octubre la disolución de todas las Juntas que operaban en el Estado. Después de la propia composición del Ministerio, excluyente de los demócratas, sus primeros decretos significaron  un nuevo avance en el creciente descontento del sector de los demócratas que, en oposición a los «cimbrios», caminaban a pasos agigantados hacia el republicanismo. 

   En Cádiz, ciudad en la que se advirtieron desde el principio los sentimientos más revolucionarios, la composición del Gobierno provisional fue aceptada con cierto disgusto. Incluso la Junta Provincial, que como hemos visto era, con mucho, más moderada que la Local, se vio en la obligación de dirigir un telegrama a la de Madrid el 10 de octubre, en el que se decía:

   Cádiz 10.- Esta Junta acepta con entusiasmo la declaración de derechos de la de Madrid, síntesis de los principios proclamados por la revolución. Acepta en concepto de tal el ministerio formado. Pero se cree en el deber de manifestar su sorpresa y sentimiento por la falta de representación de uno de los elementos liberales del país, y desea saber las causas que han motivado su falta en el ministerio[25].

   El 13 de octubre el periódico gaditano El Progreso Democrático asumía totalmente las siguientes líneas insertas en La Discusión:

   Cuando llegó a nuestra noticia la formación del actual Gabinete nos alarmamos: nuestra sorpresa era fundada; la justicia exigía que se diera a nuestro partido la participación que se había acordado, a menos que la rehusara, y aún rehusándola, no era suficiente contentarse con la negativa de una personalidad —Rivero—, que por muy respetable que sea no deja de ser una personalidad.

   Consideramos que no se ha cifrado todo el empeño que podría haberse puesto para la cooperación de nuestro partido en la formación del ministerio. Pero algo se ha hecho, y como no somos exigentes, el deseo tan solo nos basta para que, sinceros demócratas, no le seamos hostiles.

   Vemos que todavía los demócratas de Cádiz confiaban en las buenas intenciones del Gobierno. Los decretos del Gobierno, ya citados, les irían convenciendo muy pronto de que se habían equivocado. 

   Una de las primeras medidas del Gobierno que disgustaron a los demócratas, fue La imposición de un impuesto personal. Antes, el 12 de octubre, se había ordenado la abolición del odiado impuesto sobre consumos. Esto era en principio una medida muy deseada por los republicanos; pero aparecía un nuevo impuesto personal, a pagar por todos los mayores de catorce años, pudiendo, los Ayuntamientos aumentar sus cuotas en otro tanto de lo que sumara su cupo para el tesoro, con el fin de atender las obligaciones municipales. 

   El decreto aboliendo el impuesto sobre consumos y sustituyéndolo por otro personal fue inserto por La Soberanía Nacional, en su número 24 del día 16 de octubre de 1868. Por su parte, La República Federal, en su número 6, del día 6 de noviembre, criticó fuertemente la medida gubernamental, diciendo entre otras expresiones que no había nada como inventar impuestos «para arnimar —sic— a los pueblos», errata,  sin duda, voluntaria. También se pedía: «Que no vayan los pueblos al trabajo y vivan en la miseria para sostener a numerosos sargentos que viven en descanso y opulencia. Que concluyan esas dos clases tan arraigadas en nuestra nación: una que trabaja y no come y otra que no trabaja y vive del presupuesto». 

   Respecto a la cantidad que debían aportar los pueblos en concepto de impuesto personal, baste decir que la prensa de Cádiz hablaba de una cantidad de cuatro millones y medio de reales tan solo para la capital, mientras el Ayuntamiento daba una cifra superior a los ocho millones, cantidades ambas a las que no se podía hacer frente.

   El 25 de octubre, los demócratas republicanos, excluidos del ministerio y privados del carisma popular de las Juntas, tenían que sufrir un manifiesto del Gobierno provisional en el que declaraba sus preferencias por la monarquía, incumpliendo claramente el pacto de Ostende —previo a la revolución de septiembre—, donde progresistas y demócratas habían decidido que solo unas Cortes Constituyentes decidirían sobre esa cuestión.

    

   INTENTO FALLIDO DE NOMBRAR NUEVAS JUNTAS POR SUFRAGIO UNIVERSAL 

   Los republicanos se iban haciendo cada vez más conscientes de que la revolución del 18 de septiembre, la revolución del Gobierno provisional, no era la suya. 

   Uno de los grandes motivos de fricción fue, como se ha apuntado anteriormente, el decreto ordenando a las Juntas que designasen Ayuntamientos y Diputaciones provisionales hasta que se determinase cómo se realizarían las elecciones por sufragio universal. 

   Formadas durante una situación institucionalmente anómala, las Juntas  no tenían la legitimidad del voto popular —o al menos, así pensaban los demócratas y progresistas avanzados de las mismas—. De esta manera, si designaban Ayuntamientos y Diputaciones, estas tampoco serían instituciones democráticas. 

   La promesa de proceder a elecciones por sufragio universal más adelante no satisfacía  a los demócratas, porque temían que podía no ser cumplida o que los términos del sufragio no serían los deseados por ellos. Antes del decreto de 14 de octubre que ordenaba a las Juntas que designasen Ayuntamientos y Diputaciones provisionales, el día 3 de octubre, el demócrata Francisco Lizaur, secretario de la Junta Provincial de Gobierno de Cádiz, ya había propuesto que esta asamblea y la Junta Local se disolvieran y fueran elegidas de nuevo por sufragio universal, y que la edad mínima de los  votantes fuese de veintiún años. El presidente de la Junta dispuso que se estudiase la propuesta, la cual fue aprobada inmediatamente, nombrándose una comisión formada por Augusto Lerdo de Tejada, Juan Valverde, Pablo Tosso y el mismo Lizaur, para decidir la forma en que habían de llevarse a cabo las elecciones. 

   Lo cierto es que la Junta Provincial obró, más que por propia convicción, presionada por el empuje revolucionario del Comité Democrático de Cádiz y de la Junta Local. El día 7 de octubre se reunió, por primera vez después del alzamiento, el Partido Democrático gaditano en pleno. Lo hacía en el teatro  Circo. Se trataba de efectuar el nombramiento de un nuevo Comité antes de que se efectuaran las elecciones aprobadas por la Junta Provincial.

   El Comité quedó elegido el día 10, estando formado por las siguientes personas: presidente: Rafael Guillén, con 817 votos. vicepresidente: Eduardo Benot, con 705 votos. vocales: Fermín Salvochea, con 807 votos. Simón Fernández, con 801 votos, José Ferrer, con 462 votos, Emilio Vea-Murguía, con 455 votos, Diego Campos, con 413 votos, Antonio Rafael García, con 394 votos; secretarios Hermenegildo Cuenca, con 441 votos y José María Franco, con 434 votos[26].

   Los demócratas entendían que las elecciones estaban motivadas por la necesidad de dar a las Juntas  una legalidad basada en el voto popular, pendiente a causa de la celeridad con que se hubieron de constituir aquellas en los primeros momentos de la revolución.

   La Junta Local procedió igualmente con toda celeridad. El 10 de octubre se pusieron en el edificio de las casas consistoriales, sede de la Junta, las listas que habían de servir de base para las elecciones[27].

   Ese mismo día había aprobado la provincial las bases para las votaciones. La principal medida era la de poner como edad mínima para votar no ya la propuesta por el demócrata Lizaur, sino la aún inferior de veinte años[28].

   A estas alturas, el acuerdo entre los distintos partidos que habían hecho la revolución y la coordinación entre las dos Juntas parecían perfectamente posibles en Cádiz. En la reunión de los demócratas el mismo día 10, Ramón de Cala, que había sido comisionado para llegar a un entendimiento en las elecciones con unionistas y progresistas, manifestó que los primeros aceptaban que se presentaran las candidaturas por terceras partes. Los progresistas eran más explícitos y estaban  dispuestos a obrar de común acuerdo con los demócratas[29].

   El día 13 de octubre publicaba la Gaceta de Madrid un acuerdo de la Junta Superior Revolucionaria en la que se consideraba anómalo el hecho de que hubiesen dejado de existir los Ayuntamientos de toda la nación, y se apuntaba la necesidad  de que dichos organismos fuesen nombrados por sufragio universal. No se trataba, por el momento, de hacer desaparecer las Juntas, si no de asegurarse de que en el momento en que volvieran a funcionar los Ayuntamientos lo fueran mediante elecciones populares[30]. 

   Pero el Gobierno provisional, por medio del decreto de 14 de octubre, hacía caso omiso de las recomendaciones de la Junta madrileña, y ordenaba a las Juntas locales, como hemos expresado anteriormente, nombrar Ayuntamientos y a las provinciales designar las respectivas Diputaciones, dejando las elecciones por sufragio universal pendientes de resolución posterior. Solo quedaba un paso, que daría el Gobierno muy pronto, para que las Juntas de toda España quedaran fuera del juego revolucionario e institucional.

   El decreto de 14 de octubre fue muy criticado por los demócratas gaditanos, y uno de los primeros peldaños en la escalada de radicalización que tendría como primer punto culminante la insurrección conocida con el nombre de «Las Barricadas de Cádiz», que protagonizó la capital en diciembre de este año. Como consecuencia de la disposición ministerial, el día 18 presentaron su dimisión como miembros de la Junta Provincial Francisco Lizaur, Ramón de Cala, Eduardo Benot y Manuel Francisco Paúl, es decir los demócratas de la misma. Por su parte, la prensa demócrata de Cádiz, incluso la menos combativa, protestó fuertemente contra el decreto y se mostró dispuesta a que se incumpliera en cierta medida. La Soberanía Nacional, periódico que pronto se declararía republicano, pero partidario de la coalición con los progresistas, se preguntaba el 16 de octubre, día en que se hacía eco del manifiesto: «¿Es justo que la ciudad que inició la revolución sea la única donde no impere la libertad, y donde unos cuantos hombres nos dominen a su capricho?». El día 17 iba aún más lejos, al considerar el decreto como «una burla completa de los derechos del pueblo», añadiendo, respecto al Gobierno, que «sus  acuerdos y resoluciones no deben tener valor ni efecto alguno», en lo referente a las Juntas de Cádiz.

   El 16 de octubre expresaba La Soberanía Nacional, en un breve artículo, el malestar por el asunto[31]:

   Alerta ciudadanos:

   Se asegura que, en contra de lo que está sucediendo en toda España, donde son elegidas las Juntas Revolucionarias de gobierno por el sufragio universal, se va a quedar la existente, que por nadie ha sido nombrada ni elegida y se va a autorizar nada más que la elección de Ayuntamiento.

   ¿Qué significa esto? ¿Por qué en Cádiz y únicamente en Cádiz, no hemos de tener una Junta elegida por el pueblo? ¿Es justo que la ciudad que inició la revolución sea la única donde no impere la libertad, y donde unos cuantos hombres nos dominen a su capricho? No y mil veces no. Nosotros nos hemos presentado en el estadio de la prensa para defender los derechos del pueblo y decirle la verdad. La actual Junta Provincial, revolucionariamente hablando, no es nada ni nada significa.

   Lo primero que debe hacerse es que elija el pueblo su verdadera Junta para que desaparezcan las dos que existen, y elegida esa Junta por el pueblo, ella podrá nombrar Ayuntamiento.

   Esto es lo que ha sucedido en Madrid, en Málaga, en Sevilla y en todas las poblaciones. El pueblo y solamente el pueblo es soberano.

   La convocatoria de elecciones hecha por la Junta Provincial de Cádiz trajo consigo que también celebrasen  reuniones los otros dos partidos revolucionarios. El mismo día 14 de octubre, cuando aún se desconocía el decreto del Gobierno, celebraron los progresistas de la capital una reunión, previa a las elecciones, en el teatro Circo. La asistencia fue muy numerosa, resultando elegido un comité equilibrado, formado a partes iguales por los por hombres dispuestos a la colaboración con los demócratas, que más tarde se denominarían a sí mismos como radicales, y por los progresistas que en un futuro pasarían a formar pare del Partido Constitucional.

   De los doce miembros del Comité Progresista, el ala designada en primer lugar estaba constituida por José de Sola, que había sido presidente de la Junta Revolucionaria y era en aquellos momentos componente de la provincial; Pedro de la Cruz Romero, Antonio Ángel de Mora, Manuel de Puelles, Manuel de Sola y Juan José Junco, integrantes primero de la Junta Revolucionaria y en aquellos momentos de la local. El último, además, era comandante del segundo batallón de Voluntarios de la Libertad. Los miembros más moderados eran: José María del Toro —que dimitió ese mismo día de su puesto en la Junta Local—, Manuel Barrocal —que lo hizo de su cargo de presidente de la misma al día siguiente—, Toribio Noriega, Alejandro Miñano, Francisco Pacheco y Francisco de Paula Hidalgo[32]. 

   Sin mostrar excesivo entusiasmo, y considerándolo un «imprescindible deber», la Unión Liberal convocó también, el 16 de octubre, su reunión previa a las elecciones a nuevas Juntas, también en el teatro Circo, con el fin de designar una Comisión Directiva. Los convocantes eran Juan Valverde, Pedro Víctor y Pico, José A. González, José María Uceda, Eduardo J. Genovés, Juan Antonio Ruiz Bustamante, Francisco P. Giles y Augusto Lerdo de Tejada Es probable que no diera tiempo a que la reunión llegara a realizarse, ya que no aparece constancia en la prensa local[33].

   La Junta Provincial, por su parte, acató la orden del Gobierno y se dispuso a nombrar y resignar el poder a la nueva Diputación, no considerando necesario revocar su convocatoria a elecciones cuando ya lo había hecho el Gobierno con carácter general. Cuando fue requerida de algún modo para mostrarse favorable a que se celebraran las elecciones en Cádiz antes del día 20, fecha límite impuesta por el ejecutivo para la designación de corporaciones locales y provinciales, no se atrevió a negar explícitamente los trabajos electorales de la Junta Local.

   Los demócratas gaditanos y los progresistas aliados a ellos, aceptaron de mala gana la disposición gubernamental en lo referente a que las Juntas nombrasen Diputaciones y Ayuntamientos el día 20 de octubre, pero se mantuvieron firmes en lo referente a las elecciones, para que fuesen las Juntas —local y provincial— votadas por el pueblo, y no las que ellos componían, las que designases Ayuntamiento y Diputación, respectivamente. Nada más consecuente para lograr un compromiso entre las órdenes del Gobierno y sus propias ideas. 

   Para el 17 de octubre, solo la Junta Local se mostraba dispuesta a seguir adelante con las elecciones, aprobando unas normas, entre las que se determinaban los lugares donde se efectuarían las elecciones: Patio de Santo Domingo, en el barrio de la Merced;  Casas consistoriales, en el barrio del Pópulo; Escuela de Santiago, en el barrio de las Escuelas; Patio del Consulado, en el barrio del Correo; Escuela de San Francisco, en el barrio de San Francisco y San Carlos; Academia de Bellas Artes, en el barrio de la Constitución;  Escuela Normal, en el barrio de las Cortes; Escuela de párvulos de los Descalzos, en el barrio de la Libertad; Hospicio, en el barrio del Hospicio; Escuela de la Palma, en el barrio de la Palma; Casa de Viudas, en el barrio de Hércules; Teatro de San José, en el barrio de Extramuros

   El mismo  día la Junta Local, dirigió una alocución a los electores, que decía entre otros términos: «Ciudadanos: Llegado es el momento de que ejerzáis vuestro derecho, por medio del sufragio tanto tiempo vedado, para que vuestros representantes, ocupen nuestros puestos, que en el primer día de la gloriosa revolución nos confirieron otros poderes». Se pretendía elegir a treinta y un vocales, siendo elegibles todos los ciudadanos con aptitud para elegir. La elección debía comenzar el día 19 a las ocho de la mañana[34].

   El mismo día 17 de octubre por la tarde, gran número de ciudadanos de Cádiz, «reunidos con el mayor orden», se presentó ante la Junta Local con una petición suscrita por más de diez mil firmas, en la que se manifestaba que el pueblo quería hacer uso de sus legítimos derechos, eligiendo sus Juntas de Gobierno por medio del sufragio universal. La corporación manifestó, obviamente, que reconocía tal derecho, como lo demostraba su alocución del mismo día. A continuación, los manifestantes se dirigieron la Junta Provincial con idéntica petición, obteniendo la respuesta ambigua de que por la noche se daría una resolución[35].

   Efectivamente, se dio, pero algo más tarde. El mismo día en que debían tener lugar las elecciones, el 19 de octubre, la Junta Provincial publicó una nota redactada a las seis de la mañana, dirigida a los electores, en la que afirmaba haber recibido del Capitán General de Andalucía, Rafael Primo de Rivera, que decía: «El Capitán General al Presidente de la Junta Local. Urgente. Ruego a VS. se suspendan las elecciones por sufragio universal, para evitar desgracias de que sería responsable, ínterin resuelve el Gobierno, a quien doy cuenta». En vista del telegrama, la Junta Local optó por  suspender el acto, sin perjuicio de presentar una enérgica protesta, todo ello según la nota de la Junta Provincial, que se comprometía a secundar la desaprobación de la local.

   A las seis de la tarde, cuando las elecciones eran ya un fracaso, remitía el ministro de la gobernación, Sagasta, un nuevo telegrama, en esta ocasión dirigido directamente a la Junta Local, en el que afirmaba que el Gobierno se estaba ocupando de una medida general referente a las Juntas, por lo que carecía de objeto dar al vecindario la molestia de instalar una definitiva por sufragio universal. En su virtud, los componentes de la Junta decidieron formular una solemne protesta y dimitir de sus cargos, afirmando que sus acuerdos habían venido desde el principio estrellándose «en la perniciosa atmósfera que vivifica el dualismo de la existencia de otra Junta, que a sí propia se titula provincial». Los que dimitían eran los doce demócratas y siete progresistas que habían luchado por que las corporaciones gaditanas fueran votadas por sufragio universal y no elegidas de modo arbitrario.

   El mismo día 19 el gobernador interino de Cádiz, que era el hasta entonces presidente de la Junta Provincial, López Ruiz, daba una proclama en la que amenazaba con entregar a los tribunales a los que contravinieran las órdenes del Gobierno provisional, y afirmaba que los miembros de los miembros de la Junta Local que dispusieron las elecciones eran solo catorce. —En realidad eran diecinueve, aunque tal vez al final hubo algunas defecciones—[36].

   Al mismo tiempo, el gobernador militar dirigía una alocución por medio de la prensa, llena de amenazas encubiertas, mezcladas con un aparente tono conciliador:

   Gobierno Militar de la provincia. Gaditanos: A petición del Excmo. Sr. General Primo de Rivera, que fue el primero de nuestros generales que secundó el grito de libertad lanzado por la Escuadra, la Junta Local de Gobierno de esta ciudad ha diferido hasta la resolución del gobierno provisional las elecciones que para hoy habían sido anunciadas. Con este motivo los enemigos del orden, los que desean manchar nuestra gloriosa revolución, excitando las pasiones de unos y extraviando la opinión de otros, pero respondiendo siempre, a no dudarlo, a un plan preconcebido para desacreditarnos, han conseguido que algunos ilusos, recorriendo las calles, invadiendo en grupos armados la Aduana donde celebre la Junta de gobierno de la provincia sus sesiones, y cometiendo otros desórdenes, difundan la alarma a la población, habiendo sido desoída la autoridad civil, que ha creído conveniente resignar en la mía el mando. Sin orden, sin respeto a las leyes y a las autoridades constituidas es imposible la libertad. Seguid dando las pruebas de sensatez y cordura que tanto enaltecen y han enaltecido siempre a los habitantes de Cádiz, y desoíd las instigaciones de los que tratan de apartaros de vuestros deberes y de turbar la paz de vuestras familias. Mantener el orden, cuyo sostenimiento de hoy más me está confiado, es mi primera obligación; y no dotaste de que sabré llenarla cumplidamente, contando para ello con el patriotismo del vecindario y el de la fuerza ciudadana, ayudada por la lealtad del ejército. Yo espero, gaditanos, que oiréis confiadamente la voz de un soldado que desde los campos de Alcolea ha venido a desempeñar este mando militar, y que no abriga otro deseo que el de que pasen estas circunstancias y le constituya la nación, sin que para ello haya tenido que derramarse una sola lágrima en la más bella y culta población de España. Cádiz, 19 de octubre de 1868. Vuestro Comandante General Juan N. Servert[37].

   El día 21 la redacción de La Soberanía Nacional dedicó a Sagasta en un extenso artículo, en el que aparecían señales inequívocas del creciente desengaño de los demócratas de Cádiz, que veían alejarse su revolución. Se le recordaba en dicho artículo al ministro que en una reciente circular había afirmado que la elección debía ser  fuente y origen de todos los poderes públicos. Se insistía en la petición de que  le fuera permitido a Cádiz elegir una Junta Revolucionaria, para que fuera ésta la que nombrase Ayuntamiento, «a fin de que la corporación municipal sea la expresión de la voluntad del pueblo, y no el producto del capricho, de la intriga o del caciquismo». Se le recordaba, y esto anunciaba de alguna manera hechos graves próximos a suceder, que «muchas de las escisiones sangrientas que en el transcurso de los siglos ha deplorado la sociedad han tenido por origen la inmoralidad política, la conculcación de derechos individuales y la falta de respeto a la legalidad, proclamada como base constitutiva de la organización de un país». La Soberanía Nacional afirmaba en el artículo, que esa base era el sufragio universal y añadía: «Es indudable que donde no se respeta la legalidad, donde se pisotean y escarnecen los derechos sociales, no puede haber paz, ni libertad, ni orden ni concierto alguno». A continuación se aclaraba que el día que acudieron los ciudadanos de Cádiz a los colegios electorales se encontraron con un amenazante y severo bando del que se llamaba gobernador civil y que si no había sucedido nada grave aquel día fue por la sensatez del pueblo y por respeto al gobernador militar, «el general ilustre que tan inmarcesibles laureles adquirió en Alcolea, y que hoy se encuentra de comandante general de la provincia y lejos de apelar a la violencia ha estado lo más digno, lo más tolerante, lo más prudente que convenía estarlo en las actuales circunstancias». También se aludía a la actuación de los Voluntarios de la Libertad para conservar la tranquilidad, y se terminaba afirmando que en la Junta Provincial había hombres que habían sido satélites de González Bravo. —Recuérdese que Prim al constituir dicha Junta reconoció que algunos de sus miembros no eran queridos en Cádiz— y que por eso se explicaba la POLÍTICA DE RESISTENCIA —mayúsculas en el original— que habían introducido en Cádiz después de la revolución[38].

   El día previsto para elecciones a Juntas en Cádiz, es decir el 19 de octubre, se reunió la Local ante la negativa de las autoridades a que tuviera lugar la votación. Acudieron tanto los dimisionarios unionistas y progresistas, como los que habían participado en todas las sesiones anteriores. En total había treinta y dos de los treinta y seis miembros iniciales. Los que habían dimitido con anterioridad a causa de la política avanzada que impusieron demócratas y progresistas avanzados, retiraron sus dimisiones, mostrándose partidarios de cumplir la orden del Gobierno referente a designar los componentes de un nuevo Ayuntamiento. Por su parte, los que se habían mantenido en la Junta hasta el momento protestaron enérgicamente y abandonaron la sesión[39].

   El día 21 se reunían los miembros de la Junta Local que mantenían su disposición a colaborar con el Gobierno central, bajo la presidencia del gobernador provincial, con el objeto a lo que se vino en llamar Ayuntamiento interino, entendiéndose que más adelante tendrían lugar las elecciones ahora prohibidas. Se nombró la corporación, teniendo especial cuidado de que estuviera formada por igual número de representantes de los tres partidos revolucionarios, si bien hay que aclarar que los seis alcaldes representaban a los nuevos dueños de la situación en Cádiz[40].

   Al día siguiente, se reunió el Comité Democrático en el teatro del Circo, completamente lleno, para consultar a sus bases si los concejales designados debían aceptar o no los cargos. Se autorizó que fuese el  Comité el que tomase la decisión, por lo que, una vez terminado el acto,  pasó dicho organismo directivo, presidido interinamente por Antonio Rafael García, a un café conocido como «El Recreo», votándose, por seis a favor y dos en contra, que no era decoroso admitir los puestos de concejal[41].

   Según opinión de los demócratas, los responsables de que el Ayuntamiento no hubiera sido nombrado por una Junta Local elegida por sufragio universal, eran precisamente los que pasaron a ocupar los principales puestos del nuevo Cabildo, que «deseando tomar a todo trance el poder municipal y sabiendo que la opinión pública los rechaza», telegrafiaron al capitán general del distrito, Rafael Primo de Rivera, haciéndole creer que se iban a producir graves conflictos en caso de que se llevasen a cabo las votaciones[42].

   Por lo que se refiere a la Diputación, el 20 nombró la Junta Provincial a los siguientes individuos: De Jerez, a Manuel Sánchez Romate y Francisco de Paula Revuelta. De El Puerto de Santa María, a Julián García. De San Fernando, a José González de la Vega y Juan García de la Vega. De Chiclana, a Juan Galindo Serrano. De Olvera, a Gabriel Ponce de León. De Grazalema, a José Calle. De Sanlúcar, a Cristobal González Romo. De Arcos, a Pedro Moreno Rodríguez y Manuel Mancheño.  De Algeciras, a Antonio de la Calle y Juan Antonio Duarte. De San Roque, a Francisco García Villalba. De Medina Sidonia, a Antonio Álvarez Jiménez. De Cádiz, a Pedro Rudolph, Francisco de Paula Giles, José Hiscio González y Manuel Barrocal.

   Aunque no faltaban algunos unionistas y republicanos, la mayoría era para los progresistas que más adelante se iban a integrar en el partido Constitucional. La constitución de la Diputación se efectuó el 26 de octubre, siendo designado vicepresidente —pues el presidente era siempre el gobernador civil— el progresista José González de la Vega[43].

   El 23 tenía la prensa gaditana conocimiento del decreto de 20 de octubre que cerraba la maniobra de Sagasta ordenando la disolución de las Juntas[44]. A los pocos días aparecían las primeras noticias acerca de la formación de partidas republicanas en la Sierra de Cádiz[45]. Antes de la constitución de Ayuntamiento y Diputación en Cádiz y la consiguiente disolución de las Juntas ya se observaba en la prensa de la ciudad especialmente en la demócrata, una especial sensibilidad por el momento crítico que estaban pasando las clases más humildes, como consecuencia de la crisis económica que se venía padeciendo desde dos años antes.

    

   MALESTAR POR LA FALTA DE ATENCIÓN HACIA LAS CLASES TRABAJADORAS

   El Progreso Democrático se refería el 16 de octubre al creciente malestar entre las clases trabajadoras de Cádiz, motivado sobre todo por la falta de ocupación así como por el elevado precio de los alimentos.

   Es interesante incluir aquí algún párrafo del periódico al respecto. Se decía en el mismo, entre otras cosas:

   La miseria cunde, el hambre llama a gritos a las puertas de los pobres, y estos, con tan mal consejero, se reúnen, se impacientan y se presentan en son de guerra o poco menos ante las casas de las autoridades, pidiendo a voz en grito trabajo. (...) Seamos cuerdos y no queramos, por precipitar los hechos, perderlo todo. Los enemigos de la libertad no duermen, y son bastantes todavía, por desgracia, para promover el descontento; y con su dinero y el dinero que procede tal vez de las arcas del tesoro, hallar instrumentos para tratar de arrebatarnos lo que tantos esfuerzos nos ha costado.

   Ante esta situación, no es extraño que una vez creado el descontento por las medidas gubernamentales relatadas más arriba, las nuevas autoridades de la ciudad trataran de evitar mayores riesgos, que podrían venir sobre todo si el partido democrático, despojado de toda posibilidad de actuación desde el punto de vista institucional, utilizaba al elemento popular. 

   Por eso el recién designado gobernador civil de Cádiz, Gregorio Alcalá Zamora, tuvo mucho cuidado en dirigirse por medio de la prensa a los proletarios de Cádiz, afirmando que una de sus principales preocupaciones desde el momento de su llegada era la de proporcionar trabajo, motivo por el que decía estar en contacto con Ayuntamiento y Diputación, que se ocupaban sin descanso en solucionar el asunto. Decía el gobernador a los proletarios en un  artículo de El Comercio: «No escuchéis las excitaciones de los que, disfrazados con la máscara de liberales, os inviten a escenas tumultuarias como lo han hecho en otros puntos». Por último, pedía respeto a las autoridades, a la ley y a la propiedad[46].

   Lo cierto es que, las autoridades de Cádiz no hacían nada efectivo para solventar los problemas de los más necesitados, con lo que La República Federal y La Soberanía Nacional se encargaron  a principios de noviembre de recordar al gobernador sus promesas incumplidas, culpando a intereses políticos y no económicos de la situación de miseria que vivía el pueblo más bajo de la ciudad.

   Espoleado, más que probablemente, por las presiones de la prensa democrática, pues los que ya se llamaban a sí mismos republicanos afirmaban desde la prensa que se habían puesto a la cabeza de las obras, el único organismo que hizo algo por paliar las dificultades de los jornaleros gaditanos fue el Ayuntamiento, que decidió seguir la medida tomada por la Junta Local  respecto al derribo del exconvento de los Descalzos. La primera semana de noviembre se pagaron 985 jornales, la segunda 805 y la tercera 465, bajando la última a 100[47].

   Los unionistas del Ayuntamiento dimitieron a mediados de noviembre de sus puestos, muy probablemente a causa de su oposición a las obras de demolición, siendo en ello consecuentes con la línea adoptada por sus homónimos de la Junta Local en septiembre. Con esto quedaban tan solo los progresistas en dicho organismo[48].

   De todas maneras, la medida municipal de intensificar las obras de demolición del convento no fue insuficiente. Además,  aunque lo hubiera sido, habría satisfecho, en todo caso, las aspiraciones sociales más inmediatas de los demócratas gaditanos, pero no las políticas. El 22 de noviembre La República Federal lanzaba desde sus páginas la crítica más dura contra el Gobierno y contra las autoridades de Cádiz, especialmente su gobernador, profiriendo amenazas explícitas. Decía entre otras razones el periódico, que el Gobierno era tan revolucionario como sus delegados; que las clases obreras padecían la misma hambre, la misma miseria y la misma falta de trabajo que antes de la revolución; que se pretendía que ésta quedase reducida a una comedia con entreactos de himnos de Riego, pero que, «tal vez, siguiendo por el camino que se marcha, la comedia se convierta en tragedia. Los pueblos están cansados de que se les engañe». Terminaba el extenso artículo afirmando que la revolución había dado unos resultados pequeños, mezquinos y miserables y que en Cádiz y en la provincia sí había en 

    

   REPUBLICANOS «BENÉVOLOS» E «INTRANSIGENTES» 

   Durante todo el mes de octubre de 1868 los demócratas celebraron una serie de reuniones en el circo Price de Madrid. Una fracción importante, encabezada por José María Orense proclamó el 18 que la forma de Gobierno que había de darse la revolución era la república federal. El día 13, en una de aquellas reuniones, el gaditano Emilio Castelar pronunció un discurso, desarrollando el programa de la democracia republicana. En la  misma intervención pidió a los demócratas que, no obstante, acataran la forma de Gobierno que acordaran las Cortes Constituyentes, censurando a los que turbasen el orden. 

   Al día siguiente, volvió Castelar a referirse, en un largo discurso, a la conducta que debía observar el partido. Hizo una declaración de derechos, pasando a tratar de la funesta política de la  familia Borbón, la necesidad de separar Iglesia y Estado, y la disminución de la influencia militar en la revolución. Volvió a defender la propagación de la idea republicana por medios pacíficos, ocupándose de una carta que acababa de recibir de la población gaditana de Vejer de la Frontera, que se había levantado poco antes en armas y proclamado la república federal. A continuación leyó un telegrama dirigido a la ciudad gaditana que decía:

   A los republicanos de Vejer. Diez mil republicanos reunidos condenan los excesos cometidos por sus hermanos en ese pueblo y les exhortan para que depongan las armas y, obedeciendo a las autoridades, esperen tranquilos el fallo del país, defendiendo la idea republicana por el sufragio universal[49].

   Como sabemos, el Gobierno trató de contrarrestar la presión de los demócratas republicanos, lanzando el 25 de octubre un manifiesto defendiendo la monarquía, lo que institucionalmente no le estaba permitido, por lo que podía suponer de coacción moral a los ciudadanos, antes de que estos mostrasen su deseo por medio del voto.

   Ya en noviembre, el 12, una parte de los demócratas, concretamente la que no había aceptado las declaraciones republicanas de Orense y Castelar, se pronunció a favor de la monarquía en un manifiesto de coalición con progresistas y unionistas, auspiciado por el Gobierno, que valió a los firmantes, Martos, Rivero, Becerra y otros, el sobrenombre de «cimbrios». Quedaba oficialmente escindido el Partido Democrático.

   En Cádiz, puede afirmarse que todos casi todos los demócratas abrazaron la idea republicana desde el triunfo de la revolución. De todos modos, había dos facciones, representadas cada una por sendos periódicos, a los que nos hemos referido en varias ocasiones. La Soberanía Nacional empezó a editarse en Cádiz con la revolución de septiembre. El 1 de noviembre, cuando ya se habían decantado Orense y Castelar sobre la forma republicana, apareció La República Federal, cuyo nombre no puede ser más aclaratorio. Como resulta obvio, si se hubiese tratado tan solo de una cuestión de denominación del órgano de prensa de los demócratas, ahora republicanos, no se habrían mantenido dos periódicos. Debían de defender, pues, posiciones diferentes, por muy ligeras que fuesen.

   La Soberanía Nacional, que siempre se declaró partidario de la república federal, se distinguía por los siguientes principios: En primer lugar defendía constantemente la acción conjunta con los progresistas, o bien sería mejor decir con ciertos progresistas, como los que colaboraron con los demócratas en la Junta Revolucionaria o posteriormente en la Local. Mantenía, por otra parte, una cierta tendencia social, sin llegar nunca a excesos, pudiendo decirse que estaba más próximo al comerciante y artesano que al obrero[50]. Pero, sobre todo, lo que distinguía al periódico era su disposición a aceptar la monarquía si era impuesta por unas Cortes legalmente establecidas. En definitiva, puede decirse que La Soberanía Nacional, asumía las ideas de la rama republicana federal de Castelar.

   La República Federal nunca admitió diferencias ideológicas respecto al otro periódico republicano de Cádiz. Lo más que llegó a aceptar en esta cuestión es que tenía más prisa en que se produjeran las reformas deseadas. Sí criticó la disposición de sus colegas a transigir con la monarquía, y su creencia de que era posible pactar con los progresistas, dado el rumbo de la revolución. Además, siempre mostró una especial sensibilidad hacia el obrero y hacia la mujer, como más adelante veremos[51].  Hasta la ortografía del periódico —en la que se pueden observar con alguna frecuencia determinadas faltas—  muestra su nivel más próximo al pueblo y a sus problemas. En ambos órganos de prensa se ven reflejadas dos posiciones republicanas diferentes: La Soberanía Nacional encarnaba la posición «benévola»; La República Federal, la «intransigente».

   Hubo otro periódico demócrata en Cádiz, en los primeros momentos de la revolución, El Progreso Democrático, pero, sintomáticamente, dejó de publicarse a finales de octubre. Desconocemos si este periódico fue en alguna manera sustituido por La República Federal, pero lo cierto en que en el corto espacio de tiempo en que se publicó, mostró la misma sensibilidad social, si bien  nunca hizo exteriorización de ideas republicanas.

   Tanto el Comité como el Círculo Democrático se mostraron muy interesados desde los primeros momentos por la educación popular. El comité se encargaba de que se diera instrucción gratuita a los obreros y artesanos mayores de dieciséis años que, sabiendo leer, quisieran adquirir mayores conocimientos, aprovechando horas en que sus trabajos les permitieran acudir. Las asignaturas impartidas eran: Derechos y Deberes —de claro matiz político—, Aritmética, Geografía e Historia y Geometría[52]. También se impartían clases a los mayores de quince años que no supieran leer ni escribir, organizadas por el círculo democrático, que pronto pasó a llamarse republicano, utilizándose las escuelas públicas a horas no lectivas. El Círculo Democrático celebraba en su sede, antiguo café Iberia,  todas las noches, reuniones públicas a las que acudían los republicanos más ilustrados. Se discutían los artículos de prensa, se trataba de los asuntos políticos del momento y se explicaban los principios ideológicos del partido. De entre los presentes se elegía uno como presidente para que controlase el orden en los diálogos y comentarios. La única condición para entrar y participar en las reuniones era inscribirse como socio del círculo[53].

   Las ideas republicanas fueron avanzando en Cádiz rápidamente al mismo tiempo que crecía el descontento hacía la política del Gobierno y sus agentes. El 2 de diciembre como culminación de la escalada republicana en Cádiz, los integrantes del segundo batallón de Voluntarios de la Libertad de la ciudad, mandado y formado por progresistas, manifestaban que sus jefes habían sido elegidos miembros del Comité Progresista y que reconocían los grandes servicios de ese partido por la causa de la libertad, pero que desde ese momento declaraban sus ideas republicanas, sistema que consideraban anexo a la revolución. Encabezaba el escrito el comandante del segundo batallón, Juan José Junco[54].

    

   EL DECRETO SOBRE SUFRAGIO UNIVERSAL

   Por fin, el 10 de noviembre de 1868, el Gobierno provisional convocó elecciones generales por sufragio universal, mediante un decreto, en cuyo primer artículo se estipulaba como edad mínima para acudir a las votaciones la de veinticinco años. Conviene aclarar que la alusión al «sufragio universal» no contemplaba en absoluto a la mujer, es decir se trataba, desde nuestra perspectiva actual, de un «sufragio restringido a los hombres». Una circular del mismo día ordenaba a los Ayuntamientos que procediesen inmediatamente a clasificar a los empadronados con derecho a voto y entregarles las cédulas correspondientes, tomando como fecha límite el 25 del mismo mes, con el fin de efectuar elecciones municipales el día 1 de diciembre.  Los escrutinios debían finalizar el día 5 del mismo mes, exponiéndose las listas de los elegidos al día siguiente[55].

   Los republicanos de Cádiz se mostraron muy disgustados con el decreto, pues entendían que llegaba tarde y era insuficiente. El retraso no debe medirse por el tiempo transcurrido, desde el alzamiento, sino por la gran cantidad de acontecimientos decepcionantes que se habían producido para los republicanos gaditanos, que hemos relatado más arriba y ahora resumimos.

   En primer lugar, hay que citar la imposición de la Junta Provincial por el general Prim y de la local por aquella. Luego, la misma elección del Gobierno provisional sin contar con los demócratas y su negativa a autorizar para Cádiz la elección popular de Juntas representativas. A continuación la propia disolución de las Juntas, en la que los demócratas habían participado activamente. El nuevo Ayuntamiento y Diputación de Cádiz, más que por  su actuación, decepcionaron a los republicanos por lo que suponían de instalación en el poder local y provincial de los elementos más moderados de la revolución, siendo algunos de ellos considerados como políticos procedentes del anterior régimen convertidos interesadamente al nuevo. No podemos olvidar la escasa atención que, en estimación de los republicanos, se estaba teniendo hacia los obreros más desfavorecidos.

   La prensa republicana de Cádiz daba por sentado que las futuras elecciones por «sufragio universal» iban a ser manipuladas. El 11 de noviembre La República Federal, redactaba un extenso y duro artículo, titulado «Al pueblo», que estimaba como «incalificable« la conducta del Gobierno provisional, que iba a dar lugar a que «el edificio montado a costa de la sangre del pueblo» cayera «en el abismo de la reacción». Pedía el periódico a los republicanos que estuviesen prevenidos, porque los monárquicos sabían que con medios legales no iban a ganar las elecciones:

   En las poblaciones pequeñas reparten mucho oro entre los pobres a quienes han embrutecido con la opresión de largos años, para que promuevan ataques a la propiedad, para luego salir diciendo ¡Esa es la democracia!, ¡Esos bandidos son los republicanos!. Y en las poblaciones más importantes, aprovechándose también de la miseria en que las han dejado sumidas, reparten también mucho oro, mucho ron y mucha ginebra, promueven conflictos y escándalos, y reparten monedas de cinco duros entre la gente de mal vivir para que en medio de la bullanga griten ¡Viva la República!, para luego salir diciendo: Esta es la democracia. Estos perdidos son los republicanos[56].

   Al día siguiente, La Soberanía Nacional, en un artículo más suave, titulado «Alarmas», expresaba su opinión de que algo grave estaba sucediendo en las esferas del poder, lo cual provocaba constantes dudas y murmuraciones «porque el país no sabe las causas que detienen el primer impulso revolucionario»[57].

   La convocatoria de elecciones por Sufragio Universal no alivió, como vemos,  la creciente tensión que hemos observado en estos artículos, sino que incluso la empeoró. La causa principal del descontento era la edad mínima que se exigía para ser elector. El Comité Democrático de Cádiz envió al Gobierno provisional una protesta comedida pero clara. Se aludía, con buen criterio, a que los estudiantes superiores finalizaban su carrera con veintiuno o veintidós años, concediéndoseles títulos que suponían graves responsabilidades[58].

   Desde la prensa republicana de Cádiz también se criticó la edad impuesta para votar, haciéndose, lógicamente con mayor acritud, reputándose el decreto sobre ejercicio del sufragio universal como equivalente a un golpe de estado[59]. Los republicanos tenían serias dudas de que se pudiera evitar el fraude en la ciudad, pues según la nueva ley electoral las mesas debían ser presididas por los alcaldes y regidores, de los cuales no se fiaban, como sabemos[60].

   Para exaltar más los ánimos, los representantes políticos de Ayuntamiento y Diputación, es decir los unionistas, avisaban que según ellos la ley de sufragio universal, solo facultaba para entregar la cédula de votante a los cabezas de familia. La interpretación de los unionistas fue comentada así desde las páginas de La Soberanía Nacional: «Alerta liberales. Los caciques que aún dominan esta población están seguros, segurísimos, que siendo el sufragio universal una verdad sufrirán una vergonzosa derrota, porque la opinión pública los rechaza»[61].

    

   EL MANIFIESTO DE COALICIÓN

   A todo lo anterior hay que añadir, que después del manifiesto del Gobierno provisional de 25 de octubre y una vez decretadas las elecciones por sufragio universal, los monárquicos creyeron conveniente dar a conocer públicamente el 12 de noviembre un Manifiesto de Coalición, en el que se indicaba expresamente:

   La forma monárquica es la que imponen con irresistible fuerza la consolidación de la libertad y las exigencias de la revolución, (...) la que nace del derecho del pueblo; la que consagra el sufragio universal; la que simboliza la soberanía de la nación; la que consolida y lleva consigo todos los derechos del ciudadano, superiores a todas las instituciones y a todos los poderes. 

   A consecuencia del manifiesto de coalición, el 15 de noviembre se verificó en Madrid una reunión popular de adhesión a la monarquía, dirigiéndose unas treinta mil personas hacia la sede del gabinete. Los ministros dirigieron la palabra a los manifestantes entre vítores[62]. La reacción de los republicanos fue inmediata, preparándose para el 15 de noviembre una manifestación nacional en sentido republicano[63].

   En vista de lo precedente, el gobernador civil de Cádiz se dirigió el mismo día de la manifestación desde un número extraordinario del Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz, en el que decía estimar las expresiones de la opinión pública tan necesarias y naturales como la respiración, pasando luego a pedir prudencia en el goce de los derechos. Terminaba el gobernador anunciando su satisfacción en atender y hacer justicia a todos independientemente del partido al que pertenecieran, y dando vivas a la libertad, a la soberanía nacional, a la marina y al ejército[64].

   El Comité Democrático, creyó también prudente dirigirse a sus afiliados con el fin de evitar desórdenes en la manifestación, juzgando que la reacción era la única interesada en fomentarlos. Efectivamente, el día 15 se efectuó en Cádiz la manifestación republicana. Al parecer participaron más de diez mil personas, a cuya cabeza iba una bandera republicana, así como una serie de pancartas con leyendas como «LIBERTAD DE CULTOS», «SUFRAGIO UNIVERSAL», «ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE» y «SOBERANÍA NACIONAL». La muchedumbre paró ante el Ayuntamiento, pasando después a la sede del Gobierno civil, donde varios republicanos subieron al despacho del gobernador una protesta firmada por miles de personas contra la ley electoral y más concretamente acerca de la edad mínima para votar. El gobernador prometió al público elevarla al Gobierno y mostró su satisfacción por el orden de la multitud y dio vivas a Cádiz, España con honra y la soberanía nacional, contestando el pueblo con otros  a la república, a la libertad de cultos y los Voluntarios de la Libertad. Más tarde pasaron a la comandancia militar, dando allí el gobernador militar los mismos vivas que el civil. La manifestación terminó en la plaza de San Antonio. Una vez disuelta oficialmente, el presidente del comité democrático dio un discurso desde unos de los balcones del café Apolo, congratulándose del buen orden y expresando su seguridad de que ese mismo orden seguiría al retirarse a sus casas los manifestantes. También tomaron la palabra Simón Fernández y Antonio Rafael García, integrantes del comité. La manifestación duró desde la una a las cuatro de la tarde[65].

   Hubo también manifestaciones republicanas en varios pueblos de la provincia, destacando la de Tarifa, efectuada el 17 de noviembre, así como las de Jerez; El Puerto de Santa María y Puerto Real, llevadas a cabo el 29 del mismos mes. En la de Jerez, los republicanos calcularon una participación de dieciséis mil personas, en la de El Puerto seis mil y en la de Puerto Real, dos mil[66].

   Tenemos que matizar, después de todo lo expuesto, que incluso en estos momentos, la ruptura en Cádiz lo era tan solo entre los elementos más decididos de la revolución y las autoridades. No podemos hablar de una verdadera fractura social, ni aún siquiera de una quiebra total en las relaciones entre los distintos partidos políticos a nivel.

   El 17 de noviembre, una porción de los republicanos de la ciudad, la que estaba tan dispuesta a luchar políticamente por la república como a aceptar la monarquía si era impuesta legalmente, se mostró dispuesta a mantener unidas las candidaturas democrática y progresista, tal como había sucedido cuando el fallido intento de nombrar Junta Local por sufragio universal, ya que no se había producido hasta el momento ninguna ruptura de ese pacto y, por tanto, se consideraba vigente[67]. Sin embargo, el 20 de noviembre contestaron los más intransigentes, mostrando su disconformidad en unirse electoralmente con monárquicos de cualquier signo[68].

   Respecto a los preparativos de otras fuerzas políticas ante las próximas elecciones, los unionistas y progresistas más próximos a ellos publicaron el 20 de noviembre un manifiesto, cuyos firmantes se denominaba a sí mismo «bandera del Partido Liberal» y «lazo de unión de los hombres honrados», expresión esta última que sirvió para las burlas de los republicanos, al conceptuaron a los autores del escrito «no lazo, sino celada que se arma a los incautos amantes de la libertad de su patria». El manifiesto iba acompañado de una convocatoria para el día siguiente en el teatro Principal, el más lujoso e importante de Cádiz[69]. La reunión prevista no pudo celebrarse en primera instancia. Una enorme multitud se concentró en los alrededores del teatro, con el único fin de hacer una demostración en contra de los firmantes de la convocatoria. Incluso el Comité Progresista se mostró en desacuerdo con la iniciativa de los firmantes del manifiesto, enviando una comisión, con el objeto de formular una protesta, la cual seguramente no llegó a producirse, al quedar abortado el acto. 

   El principal motivo de disgusto de los republicanos estaba en ciertas frases del llamamiento, minusvalorando la participación de los republicanos en el alzamiento del 18 de septiembre y asegurando que no habían sido ni eran republicanos los prepararon e iniciaron aquellos sucesos. Paúl y Angulo contestó a los firmantes del manifiesto desde La Soberanía Nacional, en su número 62 de 22 de noviembre, en un extenso artículo titulado «Al pueblo», que, entre otras cosas, declaraba: «Por si alguien lo ignora, diré que los cien hombres que se reunieron —el 15 de septiembre—  en la casa calle del Rosario número 5, eran y son todos republicanos (...). En la fábrica de tejidos, horas antes de salir de su cuartel el regimiento Cantabria, ¿No estuvo ningún republicano?. Los que ciertamente no estuvieron fueron los firmantes del manifiesto».

   Por fin, el día 23 pudo llevarse a efecto la reunión monárquica, pero para ello hubo de hacerse un despliegue de carabineros y guardias civiles por los puntos que podían resultar más conflictivos. Los republicanos tuvieron la humorada de afirmar que bastante tenían que hacer ese día los contrabandistas con asistir a la reunión del teatro principal, razón por la que se había creído conveniente que los carabineros abandonaran los puntos de vigilancia de costumbre.

   La verdad es que las autoridades debían tener sobradas razones para temer en Cádiz por el sostenimiento del orden público, y muy pronto se iba a comprobar. La prensa democrática era, como hemos ido comprobando, cada vez más combativa. A finales de noviembre los republicanos de Cádiz estaban cada vez más convencidos de que las elecciones iban a ser sometidas a toda clase de presiones y amaños, razón por la que creció en gran medida la violencia verbal, llegando incluso, como vamos a comprobar a continuación, a las amenazas concretas, dirigidas sobre todo al gobernador civil, Gregorio Alcalá Zamora, al que se consideraba máximo responsable de las condiciones políticas en que se encontraban los pueblos de la sierra gaditana, a las que nos vamos a referir a continuación.

    

   PRIMERAS ALTERACIONES DEL ORDEN EN LA PROVINCIA

   Hemos visto cómo una parte importante de los gaditanos, al menos cualitativamente, dada su constante actividad, se iba convenciendo de que la revolución del 18 de septiembre, la más tarde llamada «Gloriosa», no llenaba sus aspiraciones. Eran muchas las esperanzas que se habían depositado y tal vez por eso cualquier contrariedad, cualquier dilación, era un golpe contra la confianza en los que se habían erigido como directores de la situación. Dentro de la lógica más rotunda, si los demócratas de Cádiz estaban convencidos de la absoluta necesidad de una auténtica revolución, y de que ésta no se había producido por causa del Gobierno provisional, que más que fomentarla la estaba abortando, es fácil deducir que la ciudad se encontraba a un paso de que se produjeran graves agitaciones, como realmente sucedió.

   Varias localidades de la provincia se adelantaron a la capital en este sentido, llegándose en algunos casos a enfrentamientos armados de cierta envergadura. La explicación de esta anticipación está en varios factores, como un mayor contenido social, deducible de la existencia de jornaleros agrícolas, que no había en la capital; el arraigo del caciquismo en la sierra de Cádiz, o la mayor dificultad para controlar el orden en las zonas rurales, prácticamente desprovistas de fuerzas regulares para sostenerlo. 

   Podemos afirmar, y lo vamos a comprobar más adelante, que el trato que recibieron los republicanos en diferentes puntos de la provincia de Cádiz, a raíz de las alteraciones que vamos a relatar o en prevención de estas que se produjeran, fue el elemento que más irritó a los demócratas gaditanos contra las autoridades provinciales, especialmente el gobernador civil, y constituyó una de las principales mechas que iniciaron la insurrección de los Voluntarios de la Libertad en la capital. 

   Vimos, al tratar de la Junta Provincial de Gobierno, que este organismo había aprobado la creación guardias rurales en los pueblos que lo solicitaban, dotándoles de fusiles, con el propósito de que sirvieran de garantía al sostenimiento del orden y sobre todo de la propiedad. Desde un principio temió la citada Junta por los repartos de tierra que se estaban dando, en algunos casos por iniciativa particular, pero en la mayoría con la connivencia de las Juntas locales. El día 16 de octubre el demócrata Rafael Guillén Martínez, futuro diputado nacional por Cádiz, fue comisionado por la Junta, junto con Francisco García Villalba, para reparar los daños causados a la propiedad o a las personas en diversos pueblos de la provincia, así como para observar que se realizasen elecciones en libertad y orden en los puntos en que las Juntas locales hubieran sido establecidas de modo irregular. Iban acompañados por dos compañías de infantería y una sección de caballería[70].

   Uno de los lugares más conflictivos desde el principio de la revolución fue Vejer de la Frontera. Los braceros venían sosteniendo un contencioso acerca de la posesión de las tierras de la laguna de la Janda, desde mucho tiempo atrás. Al producirse el alzamiento de septiembre, la Junta Local prometió que se haría un reparto de hazas pero, en opinión de la prensa democrática, «tanto gestionaron las personas interesadas en seguir siendo los vampiros de esta pobre nación que por el ministerio de la guerra se ordenó que inmediatamente se devolviesen a sus legítimos poseedores aquellos terrenos»[71]. 

   A primeros de noviembre el pueblo en masa, provisto de unas quinientas armas de fuego, proclamó la república, declarando a Vejer cantón independiente y nombrando presidente y ministros, en un claro antecedente de lo que iba a suceder algunos años después en toda la península. Se asaltaron casas, hubo muertes, y se llegó probablemente al robo y al pillaje incontrolados. Como acción más cruenta, se dio un asalto armado contra los pocos individuos de la guardia civil del pueblo, fortificados en su cuartel. 

   El gobernador civil envió de inmediato un delegado especial, Juan Galindo, diputado provincial por Chiclana, a la cabeza de un batallón del ejército y fuerzas de la guardia civil y carabineros, que tomaron el pueblo por asalto. Los vejeriegos, dada la situación dominante de la localidad, se defendieron durante algún tiempo desde las alturas, pasando luego a luchar casa por casa e incendiando las que iban abandonando, quedando convertido el pueblo en una gran hoguera[72]. 

   Los republicanos siempre trataron de quitar importancia al levantamiento armado de Vejer, al mismo tiempo que juzgaron la represión posterior como excesivamente dura y electoralmente interesada[73]. 

   Hubo otras alteraciones del orden en la provincia anteriores al levantamiento de la capital, pero tuvieron escasa importancia y menor eco en la prensa. El 27 de octubre ya se dieron algunos desórdenes en San Fernando, pero no pasaron de algunos gritos amenazadores, consecuencia de la reacción en contra del manifiesto monárquico del Gobierno provisional del día 25[74]. 

   En los pueblos de la sierra gaditana, más que en ningún otro sitio, la represión a los republicanos se hizo insufrible para ellos. El día 1 de noviembre la Diputación Provincial examinó el dictamen de una comisión nombrada para analizar el informe dado por los dos miembros de la Junta Provincial designados el 16 de octubre para resolver los problemas políticos de los pueblos de la zona. Alcalá del Valle, Olvera, Torre-Alhaquime, Setenil y Prado del Rey habían venido padeciendo una situación penosa desde el comienzo de la revolución.

   Con carácter general, en todos esos sitios las mismas personas que habían tenido el poder local en sus manos durante el régimen anterior, lograron desde el principio del alzamiento, de una u otra manera, seguir en sus puestos dominantes, quedando los verdaderos revolucionarios al margen. 

   En Alcalá los hombres del anterior período político formaron en septiembre una Junta, ante lo cual los liberales del pueblo, a cuyo frente se puso Manuel Ponce, exigieron la disolución del organismo. En un principio se llegó a un acuerdo, pero más adelante se disputó la autoridad local a balazos. Rafael Guillén y Francisco García Villalba, los comisionados por la Junta Provincial, solicitaron la opinión mayoritaria del pueblo, quedando confirmado Manuel Ponce, herido en los enfrentamientos, y los suyos. 

   En Olvera el Ayuntamiento anterior a la revolución levantó acta con unos pocos asistentes y se transformó en Junta de Gobierno y poco después, en municipalidad. Mil trescientos diez ciudadanos votaron por sufragio universal otro Ayuntamiento. 

   En Torre-Alhaquime se formaron dos Juntas. La comisión de la provincial las disolvió, siendo reelegida una de ellas por votación popular, para a continuación transformarse en Ayuntamiento. 

   En Setenil también se constituyó en  Junta el Ayuntamiento de la administración derrocada. El pueblo se pronunció en contra y nombró, sin el auxilio de los comisionados, un nuevo Ayuntamiento. 

   Prado del Rey, por último, fue el pueblo de la sierra que pasó por sucesos más graves. El 21 de septiembre se pronunció el pueblo nombrando una Junta de Gobierno con progresistas. Un grupo de oponentes a la Junta, entre los que había varios forasteros, atacó y dispersó a los miembros del organismo, y lo sustituyó, siendo imposible a la comisión provincial reponer a la primera[75].

   El día 2 de noviembre la Diputación Provincial, una vez estudiados los informes de los comisionados a la sierra, declaró disueltos los Ayuntamientos que procedían de lo que llamaban la dominación de González Bravo y Narváez. Pero una orden de Sagasta, Ministro de la Gobernación, del mismo día determinaba su reposición, lo cual significaba que los Ayuntamientos populares elegidos con el apoyo de la comisión quedaban destituidos. Los republicanos culpaban de todo al gobernador civil, pero éste, como representante de la autoridad poco podía hacer[76].

   El 7 de noviembre la Diputación Provincial elevó una protesta al Gobierno por la supresión de los Ayuntamientos elegidos por sufragio universal en la sierra. El 16 acordó, desoyendo la orden de Sagasta, que desaparecieran los Ayuntamientos reaccionarios y envió un oficio al respecto para que lo firmase el gobernador civil. Es muy probable que la Diputación actuase presionada. El gobernador estuvo a punto de firmar el escrito, e incluso inició la firma, pero al final no lo hizo, devolviéndolo a la Diputación[77].

   Para finales de noviembre de 1868 la sierra de Cádiz soportaba una fuerte represión política, que unos achacaban a las posibilidades de desórdenes por parte de los republicanos, y estos al deseo de amañar las elecciones. No se permitía ningún tipo de reunión que excediese de tres personas, y hasta se prohibió una asamblea de electores en Olvera, cuyo objeto era acordar la candidatura republicana para el Ayuntamiento. Se hacían visitas domiciliarias para recoger todo tipo de armas. Los alcaldes, según versión de los republicanos, salían a la calle acompañados de sus partidarios, y se dedicaban a insultar e incluso a apalear a sus oponentes políticos. En Olvera, el juez de primera instancia, Leandro Cortés, encarceló a casi todos los miembros del comité democrático de Algodonales, apresados por su alcalde, siendo más de cuarenta los presos demócratas el día 26 de noviembre[78]. El 25 de noviembre dio la Diputación Provincial la orden de que todos los presos que estaban en las cárceles de Olvera y Algodonales «por el solo delito de haber sacudido la tiranía que (...) se venía ejerciendo en aquellos pueblos» fueran puestos en libertad.

   Decía sobre esto La República Federal el 29 de noviembre: 

   El gobernador de esta provincia, el dignísimo representante del apóstata Sagasta, de ese fariseo de la libertad, de ese apóstol de los derechos sacrosantos del pueblo, de ese tiranuelo de baja estofa que por sus firmantes ha destituido Ayuntamientos en masa que funcionaban por la omnímoda voluntad de los pueblos, no quiere comunicar el justo acuerdo de la Diputación al juez de Olvera y alcalde de Algodonales, hasta que pasen las elecciones municipales. Si el gobernador no cumple con su deber y no transmite la orden con el acuerdo de la Diputación que manda soltar a los presos, sobre él y solo sobre él caerá la responsabilidad de lo que en lo sucesivo pase. ¡Abajo los tiranos! ¡Abajo los represores del pueblo! ¡Abajo los caciques!¡Abajo los déspotas! ¡Abajo el favoritismo!. ¡Abajo las injusticias! ¡Viva la República Federal[79]!

   El 30 de noviembre el juez de Olvera entregó al comandante de puesto de la guardia civil una  lista con más de sesenta vecinos, todos republicanos, para que fuesen hechos presos. En Medina los republicanos eran perseguidos, habiendo pasado mas de ciento treinta a refugiarse en la capital[80].

   El mismo 5 de diciembre, día en que estalló la insurrección de los Voluntarios de la Libertad,  la prensa relataba hechos reprobables llevados a cabo en la sierra y amenazaba con bastante claridad al gobernador civil, con estas palabras: «Sr. Gobernador, a nuestros hermanos los serranos se les está tiranizando. Si esto no lo evita quien debe, lo hará quien puede». 

   No hay que descartar que, dentro de su veracidad, los acontecimientos de la sierra  de Cádiz pudieron haber sido abultados o al menos utilizados por la prensa republicana para irritar los ánimos. Pero todo parece indicar que el estallido del día 5 de diciembre de 1868 fue espontáneo y absolutamente indeseado, tanto por la prensa como por buena parte de los dirigentes republicanos de la capital. Salvo Fermín Salvochea, que se puso al frente de un movimiento ya iniciado, nadie más de relieve dentro de la opinión republicana participó en la insurrección.

    

   REORGANIZACIÓN DE LOS VOLUNTARIOS DE LA LIBERTAD

   Los principales protagonistas del alzamiento gaditano serían los Voluntarios de la Libertad. Antes de septiembre de 1868, los demócratas habían empezado a organizar milicias clandestinas en las ciudades más importantes de la península, y una de las medidas tomadas inicialmente por las Juntas Revolucionarias que se fueron formando fue la de organizar esas milicias de ciudadanos como Voluntarios de la Libertad. 

   Estas fuerzas ciudadanas iniciales contribuyeron en buena medida a preservar el orden. Circulaban por las calles para mantener la tranquilidad ciudadana y restringir las actuaciones populares a manifestaciones pacíficas. En las poblaciones donde inicialmente se distribuyeron armas indiscriminadamente, los Voluntarios de la Libertad se encargaron de desarmar a los que no estaban sujetos al control de las Juntas. Esto fue especialmente significativo en Madrid, donde cuarenta mil personas se armaron libremente en el parque del Cuartel de San Gil[81]. 

   No faltaron los casos en los que los mandos militares quisieron dejar bien claro que el Ejército se bastaba para estas tareas, lo cual dio lugar a ciertas tensiones. Así ocurrió en Sevilla, donde el general Izquierdo arengó a las tropas y se negó a entregar las armas a los paisanos que las solicitaban[82]. Lo mejor que se podía hacer para controlar a los ciudadanos armados era organizarlos y ponerlos bajo las órdenes de las autoridades municipales.

   En Cádiz, el 24 de septiembre de 1868 los demócratas de la Junta Local se reunieron en el teatro Circo y acordaron solicitar a la Junta Provincial de Gobierno la creación de dos Batallones de Voluntarios de la Libertad, con la correspondiente entrega de dos mil fusiles. Ya hemos indicado más arriba que el 30 de septiembre la Junta Provincial de Gobierno decidió formar los dos batallones solicitados y entregar a dicho cuerpo mil fusiles. Asimismo, recordamos que las normas por las que se debía regir el Cuerpo eran: 

   1º. La fuerza ciudadana estará a las órdenes de la Junta Local. 

   2º. Si la -Junta- militar necesita de ella para algún servicio ordinario pedirá a la local la fuerza que considere indispensable. 

   3º. En circunstancias extraordinarias, cuando el orden esté perturbado o amenazado de perturbación, no podrá hacerse uso de la fuerza ciudadana sin que medie acuerdo entre las autoridades militar y local[83].

   De los batallones de Infantería de Voluntarios de la Libertad que se constituyeron en Cádiz, el primero estaba formado por demócratas, que muy pronto se pasaron al Partido Republicano, y tenía como jefe a Rafael Guillén Martínez, que sería presidente del Comité Republicano de Cádiz, y como segundo jefe a Fermín Salvochea, que muy pronto se destacaría al frente de una insurrección armada contra las fuerzas del Ejército. El Segundo Batallón estaba comandado por Juan José Junco y estaba formado por progresistas, si bien Junco y sus oficiales se declararon posteriormente republicanos.

   Los Voluntarios de la Libertad, organizados en numerosas localidades, contaban con un número muy elevado de integrantes. Como ejemplo, se puede citar el desfile de voluntarios de Madrid el día 3 de octubre ante la Junta Revolucionaria, un día antes de que llegara el general Serrano. Los miembros de la Junta se situaron en el pórtico del Congreso de los Diputados, desfilando ante ellos unos diez mil voluntarios[84]. 

   Ya hemos relatado cómo, cuando el 13 de octubre de 1868 se constituía el Gobierno provisional, la exclusión de los demócratas produjo en una parte de los hombres del Partido Democrático una fuerte contrariedad. El manifiesto del Consejo de Ministros A la Nación, publicado en la Gaceta de Madrid el 26 de octubre significó un nuevo avance en el creciente descontento del sector de los demócratas que, en oposición a los «cimbrios», caminaban a pasos agigantados hacia el republicanismo, pues el Gobierno expresaba que las Juntas, como intérpretes de la voluntad popular, habían proclamado todas las libertades pero habían «guardado silencio sobre la institución monárquica» Era un dato «digno de tenerse en cuenta» y el Gobierno provisional se mostró explícitamente a favor de la monarquía como forma de gobierno. A raíz del manifiesto los demócratas de Cádiz se declararon republicanos. 

   Siguiendo con esta recapitulación, recordemos que al malestar de los demócratas de Cádiz por el manifiesto anterior se unieron las medidas contra las Juntas, que suponían para el recién organizado Gobierno un molesto poder paralelo. El decreto de 14 de octubre de 1868 tenía prevista su disolución, pues ordenaba a las Juntas Provinciales y Locales que eligiesen respectivamente diputaciones provinciales y Ayuntamientos provisionales, hasta que estos fuesen elegidos por sufragio universal, tomando como fecha límite el 20 del mismo mes y pudiendo ser elegidos los mismos miembros de las Juntas[85]. 

   Prim firmó el 17 del mismo mes un decreto acerca de promover la reorganización de los Voluntarios de la Libertad, que encerraba el propósito de llegar a su disolución[86]. Para Cádiz, el hecho de que los voluntarios quedasen a las órdenes del Ayuntamiento, según el artículo 13 de dicho decreto, no pudiendo reunirse ni en todo ni en parte sin el consentimiento del alcalde, como indicaba el artículo 14, resultaba intolerable, teniendo en cuenta la profunda animadversión de los demócratas al órgano municipal, debida a que este iba a ser elegido sin atenerse al sufragio universal pactado antes de la revolución[87]. 

   El día 24, ya constituidos los nuevos Ayuntamientos, un bando de Nicolás María Rivero fijaba las bases mínimas para el funcionamiento del cuerpo de los Voluntarios de la Libertad en Madrid, poniéndolos bajo la autoridad de los alcaldes. Los voluntarios eran una fuerza  con un carácter mucho más popular y democrático que las anteriores «Milicias» y esta circunstancia llevaría a Sagasta, como ministro de la Gobernación, a tratar de regularizarla, llegando a disolverla cuando se pusiera en contra del régimen burgués[88].

   Una vez eliminadas las Juntas, el siguiente paso que quería dar el Gobierno era reconducir a los Voluntarios de la Libertad y ponerlos bajo la autoridad de los nuevos Ayuntamientos. El 17 de noviembre, Sagasta, como ministro de la Gobernación, publicó un decreto orgánico relativo a la reorganización de los voluntarios[89]. El ministro atribuía al cuerpo un carácter «interino y transitorio», limitaba su formación a ciudades de «crecido vecindario», poniéndolas bajo la autoridad del alcalde respectivo. Se trató de una de las disposiciones más polémicas y delicadas sobre las que tuvo que pronunciarse Sagasta[90]. 

   El principal motivo de irritación por parte de los republicanos de Cádiz se encontraba en el artículo trece del decreto, que ordenaba a los voluntarios que se pusieran a las órdenes del alcalde, lo cual les resultaba inadmisible por que este, como se ha repetido,  no había sido elegido por sufragio universal. Los voluntarios debían, según la orden de Sagasta, alistarse de nuevo en las Casas Consistoriales, pero se negaron a efectuarlo. 

   La situación se hizo insostenible en Cádiz a partir de un nuevo decreto de Sagasta, firmado el 24 de noviembre, en el que se afirmaba que solo se considerarían alistados los voluntarios que se presentasen en los Ayuntamientos antes del 10 de diciembre, en cumplimiento del decreto del día 17. A partir de ese momento, los que no lo hubiesen hecho debían entregar sus armas; y, si no lo hacían, serían «considerados como perturbadores del orden y entregados a los tribunales ordinarios»[91]. La insurrección de los Voluntarios de la Libertad de Cádiz se hizo inevitable.

   Para mayor enojo aún de los republicanos gaditanos, el Ayuntamiento se adelantó al plazo dado por Sagasta en el decreto de 17 de noviembre para que los voluntarios entregasen las armas. El alcalde dio la orden el 30 de noviembre y los comandantes de los dos batallones le contestaron que no podían hacerlo porque se necesitaba algún tiempo para llevarlo a efecto. Como respuesta a la orden municipal, el segundo batallón, considerado progresista desde su constitución, se declaró republicano, dando con ello mayores motivos de preocupación a las autoridades. 

   La inmensa mayoría de los demócratas de Cádiz se había pasado al Partido Republicano. Su descontento, cuyas causas han sido relatadas en este capítulo, trajo consigo la insurrección de los Voluntarios de la Libertad y otros ciudadanos armados de Cádiz.

   





   



LAS BARRICADAS DE CÁDIZ.

    

   LOS HECHOS

   En el ambiente de crispación descrito en el capítulo anterior, y poco antes de las elecciones previstas, se dieron algunos mítines políticos electorales, tanto en la ciudad de Cádiz como en algunas localidades de la provincia, llevados a cabo por Fernando Garrido y otros candidatos republicanos a diputados nacionales por el distrito de Cádiz[92]. Se ha afirmado que la intervención de Garrido en Cádiz enardeció a los republicanos y facilitó la insurrección de Las Barricadas[93]. Pero no parece que fuera así o al menos no eran esas las intenciones del futuro diputado. La noche del día 2 de diciembre, en la plaza de la Libertad, se reunieron unas diez mil personas. El viento y la lluvia apagaban los faroles que se colocaron en el lugar y Garrido tuvo que dirigir la palabra a una multitud apiñada en la más completa oscuridad. Más de quinientos milicianos armados rodeaban la plaza. Hubiera sido fácil provocar alteraciones del orden, pero no fue así. La República Federal se congratulaba el día 3 del perfecto orden que se observó en la reunión[94].

   En El Puerto de Santa María se estaban produciendo algunos incidentes violentos. El Ayuntamiento de la localidad había estado pagando once reales diarios a los jornaleros en paro más necesitados. Al escasear los recursos municipales, se optó por reducir a cien el número de personas a ocupar, bajando los jornales a seis reales. Los jornaleros se presentaron ante las Casas Consistoriales, con el propósito de exigir mayor y más continuo jornal, en caso negativo, dispuestos a luchar por conseguir sus pretensiones[95]. El mismo gobernador civil, Gregorio Alcalá Zamora acudió personalmente a sofocar los disturbios que se avecinaban. La milicia ciudadana de El Puerto tampoco había cumplido lo ordenado en el decreto de 27 de noviembre, por lo que se envió a fuerzas del Ejército de guarnición en Cádiz a sofocar los disturbios y a desarmar a los voluntarios. 

   El 5 de diciembre de 1868, a las dos del mediodía, dos piezas del regimiento de Artillería con su dotación cruzaron la plaza de San Juan de Dios de Cádiz, donde se encuentra el Ayuntamiento, en dirección a la contigua Puerta del Mar, para embarcar hacia El Puerto, donde a primeras horas de la mañana se había producido un choque armado entre paisanos y soldados. Parece que una parte de los Voluntarios de la Libertad de Cádiz había aceptado organizarse con arreglo al decreto del Gobierno y el 4 de diciembre tenía organizadas tres compañías[96]. La noticia de que se habían producido alteraciones del orden en El Puerto de Santa María no había causado gran conmoción entre la milicia ciudadana de Cádiz. Pero cuando los dos cañones del regimiento de Artillería llegaron a la Puerta del Mar se esparció la noticia de que iban a desarmar a los voluntarios de El Puerto. Casi al mismo tiempo, dos compañías de los cuarteles de San Roque y Santa Elena, situados en las cercanas Puertas de Tierra, embarcaban con la misma dirección. Al ser los hechos observados por Voluntarios de la Libertad, estos intentaron impedirlo, corriendo más tarde a cobrar sus armas. Pronto corrió el rumor de que iba a ser declarado el Estado de Guerra. Los voluntarios comenzaron a levantar barricadas en las proximidades del Ayuntamiento y el Ejército fue concentrando fuerzas en torno a las murallas que rodean la ciudad.

   El gobernador civil, Gregorio Alcalá Zamora, había marchado a El Puerto, dejando su puesto a José González de la Vega, vicepresidente de la Diputación Provincial. Los rumores se confirmaron, pues De la Vega resignó el mando en el militar montpensierista Joaquín de Peralta y este publicó inmediatamente un bando declarando el Estado de Guerra en toda la provincia y dando un término improrrogable de tres horas para la entrega de todo tipo de armas, «así en poder de la fuerza ciudadana como de los particulares que no pertenezcan a dicha institución». El bando, además, prohibía las reuniones de más de cinco personas, suspendía las garantías individuales y la publicación de periódicos, hojas o impresos de cualquier carácter.

   Sobre las dos y media de la tarde del 5 de diciembre, un piquete formado por unos ochenta hombres del Regimiento de Artillería, fue proclamando el bando y fijándolo en distintas zonas de la ciudad. Cuando llegaron a la calle de la Virreina, un pequeño grupo de civiles armados se interpuso a su paso. Según La Soberanía Nacional del día 11 de diciembre el jefe del piquete dio la orden preventiva a los soldados para hacer fuego pero se le adelantó uno de los paisanos, realizándose una descarga contra el piquete. En la plaza de San Juan de Dios, se encontraban los dos batallones de voluntarios, así como un inmenso gentío de simpatizantes a su causa. Sin embargo, La Palma, periódico simpatizante del Partido Moderado, afirmaba que el piquete de Artillería había recibido la descarga de los paisanos sin haber hecho ningún ademán de hacer fuego. El piquete se replegó hacia la Puerta del Mar, donde, desplegadas a lo largo de la muralla hasta la Casa Aduana, sede del gobierno Civil, se encontraban más fuerzas del cuartel de Artillería esperando para marchar al Puerto de Santa María. Los Voluntarios de la Libertad, reforzados por paisanos armados con escopetas y revólveres, tomaron al Ayuntamiento sin resistencia. A las tres y cuarenta y cinco de la tarde, el gobernador militar Peralta desde El Puerto de Santa María, donde estaba dirigiendo las operaciones para sofocar el levantamiento de sus voluntarios, dirigió sendos telegramas al capitán general de Andalucía y a los ministros de la Guerra y de Gobernación, comunicando que se oía un nutrido fuego de infantería y artillería procedente de Cádiz. La entrada a Cádiz por ferrocarril desde San Fernando había sido cortada por paisanos armados.

   Juan José Junco, comandante del segundo Batallón de Voluntarios, y otros dos oficiales del mismo que no estaban en la plaza, acudieron a entrevistarse con el gobernador militar, quedando arrestados. Es probable que no desearan comprometerse en la lucha y prefirieran justificarse mediante el arresto. Otros oficiales de la milicia ciudadana aprovecharon la noche del día 5 para llegar al Ayuntamiento y unirse a los que lo habían tomado, lo que viene a insinuar que, probablemente, el estallido no fue premeditado. El mismo Salvochea, que se convirtió en el jefe de los sublevados, se puso a su frente cuando el Ayuntamiento ya estaba tomado. Rafael Guillén, comandante del primer Batallón, no estaba en Cádiz y no participó en los hechos. Se había ido de la ciudad con Fernando Garrido para continuar dando mítines electorales en la provincia, lo que hace suponer que la confrontación no estaba prevista. La superioridad militar de las fuerzas regulares del Ejército era manifiesta pues en Cádiz la guarnición tenía aproximadamente dos mil soldados. Si los voluntarios hubieran planeado una insurrección habría sido más lógico que esperasen a que salieran los artilleros para El Puerto de Santa María.

   El edificio de la aduana se puso en manos de la Guardia Civil, la calle de la Aduana se protegió con carabineros y las fuerzas del regimiento de Gerona se quedaron en parte en su cuartel de Santa Elena, para defenderlo llegado el caso y proteger las Puertas de Tierra, y en parte por las murallas de la ciudad. Las fuerzas del regimiento de Artillería se mantuvieron en parte en su cuartel, San Roque, y parque, ocupando el resto el edificio del Gobierno Militar y el castillo de San Sebastián. Por último, los soldados de la bandera de ultramar se mezclaron con los demás en los diferentes puntos citados y en su mayor parte ocuparon el castillo de Santa Catalina. Durante la noche del día 5, una vez tomado el Ayuntamiento, hombres, mujeres y niños levantaron barricadas por todo Cádiz. Los improvisados jefes de voluntarios y paisanos armados tomaron medidas para evitar actos violentos contra los no combatientes o delitos contra la propiedad. Se declaró que los domicilios eran inviolables aunque se considerase enemigos a sus moradores y se avisó que se aplicaría pena de muerte a quien robase. 

   El día 6 de diciembre por la mañana se continuaban fortificando las barricadas con piedras, adoquines y sacos de arena e iban acudiendo más voluntarios a defenderlas. Por su parte, un convoy militar procedente del Parque de Artillería, con tres carros cargados de municiones para las fuerzas militares que se encontraban en la Casa Aduana. El apoyo logístico de municiones al resto de las tropas se realizó desde varios los buques de guerra surtos en la bahía. Veinte voluntarios salieron al encuentro del convoy del Parque de Artillería y lograron apoderarse de dos de los carros de munición. En la fachada del Ayuntamiento apareció un cartel de grandes dimensiones en el que se podía leer: «Viva el ejército. Licencia absoluta. Todos hermanos», que evidencia una de las constantes ideológicas de los republicanos, la oposición a las quintas y su preferencia por un Ejército formado por ciudadanos voluntarios, como lo eran los miembros de la milicia, y al mismo tiempo el deseo de aplacar en lo posible las represalias del Ejército, sabiendo que en mayor o menor plazo la derrota era inevitable.

   En un intento de lograr armas, los voluntarios junto con otros paisanos, muchos de ellos desarmados, se dirigieron sobre las once y media de la mañana desde el barrio de la Viña en dirección a la playa de la Caleta, soportando el fuego de las tropas de la Bandera de Ultramar desde el próximo Castillo de Santa Catalina. Su intención era apoderarse de una pieza de artillería que se encontraban en el exterior del citado baluarte al. A pesar del nutrido fuego, lograron hacerse con el cañón conocido como «Pizarro», de 36 centímetros de calibre, llevándolo hasta el Ayuntamiento, ante cuyas puertas fue emplazado por orden de Salvochea. En las Casas consistoriales había algunos voluntarios que habían sido artilleros y se encargaron del servicio del cañón. Un grupo de presos escapó de la cárcel apoderándose del armamento de sus vigilantes. El «Pizarro» comenzó a disparar desde la fachada del Ayuntamiento causando el desconcierto entre las tropas. Mientras tanto, el general Peralta, de regreso de El Puerto de Santa María, fue herido en un pie.

   A poco, cuando la ventaja en la contienda se decantaba momentáneamente del lado de los Voluntarios de la Libertad, llegaron desde El Puerto de Santa María las fuerzas del batallón Cazadores de Madrid. El capitán general de Andalucía Caballero de Rodas recibió informes del segundo jefe de la Capitanía General, Manuel La Serna, que había llegado el día seis a El Puerto de Santa María por ferrocarril, donde fue informado de que el fuego había cesado en Cádiz. Se dirigió a Cádiz y en la fragata de guerra Tetuán, surta en la bahía, desde el cual comprobó que el alzamiento estaba muy lejos de ser sofocado y de que los insurrectos ocupaban casi toda la población, pareciéndole que las tropas eran muy escasas con relación a las posiciones ocupadas por los voluntarios, razón por la que ordenó que el batallón de Cazadores de Barcelona pasara, como ya lo había hecho el de Madrid, a Cádiz, lo cual se efectuaría el día 7. Un grupo de ciudadanos armados se dirigió mientras tanto a la cárcel de Cádiz y, tras apresar al oficial de Guardia y a su tropa, se hicieron con sus armas. Varios presos, en número superior a sesenta, escaparon de la cárcel y se presentaron en las Casas Consistoriales donde Salvochea mandó que fueran conducidos a las casas consistoriales, donde se les encomendó la tarea de cargar cartuchos. Nada más desembarcar, el batallón de cazadores de Madrid se aprestó a asaltar diversas barricadas. Los cazadores avanzaron por las calles de Pedro Conde, Cruz de la Madera y otras pero se encontraron con una dura defensa que logró detener el avance de los soldados en todos los casos con un número considerable de bajas. Ya de noche, los asaltos a las barricadas habían producido unas cuarenta bajas civiles.

   El día 7 a las cinco de la mañana se reanudó el fuego y algo más tarde empezaron las refriegas entre los cazadores de Madrid y los voluntarios. A las seis de la mañana desembarcó el batallón de Cazadores de Barcelona cerca de la estación de ferrocarril. En la Alameda de Apodaca un encuentro entre soldados del batallón de Cazadores de Madrid y voluntarios produjo varias bajas entre los soldados y un solo herido entre los voluntarios. Desde la bahía algunos buques de guerra, sobre todo la goleta «Edetana», hacían fuego. Una granada cayó cerca de la plaza de San Antonio, destruyendo parte del café «Apolo».

   Desde el cuartel de Santa Elena convertido en Cuartel General de las operaciones, el general Peralta, aunque herido, había planeado el día anterior un asalto contra el Ayuntamiento. Una vez se presentó el general Manuel La Serna, se hizo cargo de las operaciones y asumió el plan de Peralta. La Serna ordenó emplazar en la Puerta del Mar dos piezas rayadas y dos obuses de montaña, todos ellos de ocho centímetros de calibre. Las fuerzas del regimiento de Gerona, auxiliadas por carabineros, construyeron una barricada frente al Ayuntamiento bajo el fuego enemigo. El resto de la fuerza disponible se dividió en dos secciones —en la terminología militar actual se denominarían grupos tácticos)— una de ellas formada por los Cazadores de Madrid y la otra por los de Barcelona, reforzando el segundo con fuerzas de Carabineros y Gastadores de Madrid armados de hachas. En reserva quedaban las fuerzas del regimiento de Gerona, que ocupaban la Casa Aduana y sus inmediaciones. Una vez situadas las fuerzas de ataque en las inmediaciones de la Aduana, La Serna ordenó que la Artillería iniciase el fuego contra el edificio del Ayuntamiento. Las piezas de artillería, completamente al descubierto, hacían fuego de tiro directo. Las fuerzas de ataque estaban organizadas en dos columnas, a vanguardia los cazadores de Barcelona carabineros y gastadores de Madrid, con unos trescientos componentes, y a retaguardia los cazadores de Madrid. 

   Bajo un nutrido fuego, que llovía desde las casas consistoriales, barricadas situadas en las bocacalles de la plaza, balcones y azoteas, la primera columna cruzó la plaza de San Juan de Dios. Llegó hasta la puerta misma, saltaron incluso trozos de la puerta, a través de los cuales se veía una barricada formada en el interior; pero tuvo que retirarse dejando numerosos muertos producidos sobre todo por una barricada que cerraba el extremo derecho del pórtico. La retirada fue apoyada por los cazadores de Madrid, que junto con los carabineros artilleros y soldados del Gerona se acuartelaron en la casa aduana, como hicieron en el cuartel de Santa Elena los cazadores de Barcelona. El nuevo jefe de operaciones excusaba el fracaso del asalto en la escasez de hombres pues solo contaba con ochocientos soldados «extenuados de fatiga, faltos de municiones y víveres y con gran número de oficiales muertos o heridos». La retirada se produjo con fuego artillero de los voluntarios desde dos barricadas próximas a las casas consistoriales, continuando el fuego de cañón y fusil contra la barricada militar y la puerta del mar hasta la noche, hasta tal punto que el general La Serna juzgó esta posición como «comprometida, no solo por lo difícil y sangriento de mantener expeditas las comunicaciones, sino sobre todo por la necesidad de dar descanso al soldado después de cuarenta horas de fuego». Las fuerzas militares se retiraron de la Puerta del Mar, quedando todas acuarteladas menos alguna fuerza en la puerta de Sevilla para mantener abierta la comunicación marítima. El panorama de la ciudad era desolador. En las calles quedaban cadáveres abandonados y los hospitales atendían con dificultad el elevado número de heridos.

   Por la mañana del día 8, los voluntarios comprobaron que la tropa había abandonado sus posiciones en la Puerta del Mar, de la que se apoderaron inmediatamente. Los Voluntarios de la Libertad carecían prácticamente de municiones y La Serna, en espera de refuerzos, transigió con los cónsules de Cádiz en su intento de mediar en el conflicto. Don Aurelio Alcón, cónsul de Italia, había invitado a los demás a una reunión en su casa, asistiendo Alejandro Christophersen, de Suecia, Noruega y Dinamarca; Farrel, de Estados Unidos; Ramón Alcón del principado de Mónaco; Bernardino de Sobrino, de Guatemala, y Sebastián Gómez Peñasco, de Portugal. La noche del día 7 conferenciaron con el general La Serna, acordándose nombrar una comisión para concertar un armisticio. La Serna designó al brigadier de Artillería Pazos, al comandante de ingenieros Quiroga y al comandante del batallón de cazadores de Madrid Padial, para que fueran con el cónsul de Francia al Ayuntamiento. Por la mañana del día 8 se colocó en la Casa Aduana una bandera blanca y como respuesta se izó otra en el Ayuntamiento. Los comisionados parlamentaron con Salvochea y algunos oficiales de los voluntarios, que aceptaron la tregua y nombraron asimismo una comisión de tres personas, formada por el mismo Salvochea, Francisco Pacheco y Julio Grimaldi. Salvochea aceptó una tregua de cuarenta y ocho horas, durante las cuales no se hostilizaría desde las barricadas a los ciudadanos que desearan abandonar la ciudad, a pesar de que este desplazamiento anunciaba un asalto militar de gran envergadura. La salida de personas que huían de las hostilidades fue dramática, pues las barricadas no permitían la salida de carruajes y la vía ferroviaria estaba cortada, de manera que la única salida posible de la ciudad era por mar. Los poseedores de medios de evacuación cobraban cifras muy elevadas, que solo podían pagar los más favorecidos económicamente. El número total de Barricadas levantadas por los gaditanos, ciento ochenta y cuatro total, muestra el alcance que tuvo el conflicto.

   El día 9 se produjeron varias conferencias tratando de llegar a la paz definitiva, según las bases firmadas el día anterior por La Serna, Salvochea, algunos cónsules y miembros del Comité Republicano de Cádiz y remitidas a Caballero de Rodas para su aprobación. La Serna permitía la reapertura de los periódicos locales, con lo que daba marcha atrás en una de las medidas incluidas en el bando inicial de Peralta. El mismo día se reunieron Manuel Rancés, director del Casino Gaditano, el general La Serna y miembros del Comité Republicano en la casa del cónsul de Dinamarca, decidiéndose restablecer el status quo anterior al bando del general Peralta. El acuerdo era que los Voluntarios de la Libertad quedarían autorizados a mantener su organización, se relevaría a toda la guarnición militar y se retirarían los efectos del bando de Peralta, remitiéndose el documento al Gobierno provisional y al capitán general de Andalucía para su aprobación. De haber seguido adelante esta propuesta habría supuesto el triunfo de la milicia de Cádiz. Fue nombrado un comité, entre el que figuraba Eduardo Benot, vicepresidente del Comité Republicano y Pedro Rudolph, cónsul de Edimburgo, para informar al Gobierno provisional. El armisticio finalizaba el día 10 a las seis de la tarde.

   No era lógico que el Gobierno provisional y el general Caballero de Rodas transigieran con los voluntarios, y si pareció que La Serna lo hacía fue tan solo porque le convenía ganar tiempo. El capitán general Caballero de Rodas se aproximaba a Cádiz con unas fuerzas superiores a los diez mil hombres y un tren de batir con ocho piezas de artillería. El día 10 zarpaban desde Cartagena con dirección a Cádiz las fragatas «Villa de Madrid» y «Zaragoza», el general Pazos salía de El Puerto de Santa María con fuerzas del Ejército en dirección a Cádiz y el general Caballero de Rodas estaba ya en Jerez. Desde allí, dirigió al Gobierno provisional el siguiente telegrama: «Jerez 10, a las tres y cuarenta y tres minutos de la tarde. El General en Jefe al Presidente del Consejo de Ministros. Las proposiciones de los insurrectos de Cádiz son de tal naturaleza que no puede discutirse sobre ellas». A las 6 de la tarde, poco después del telegrama, concluía la tregua pero los cónsules extranjeros volvieron a reunirse y lograron que se mantuviese veinticuatro horas más. Los voluntarios habían aprovechado la tregua para levantar por la tarde del día 10 nuevas barricadas y emplazar tres cañones en las proximidades del Ayuntamiento. 

   Salvochea era consciente de que el Ejército que se aproximaba hacía imposible seguir resistiendo y que los acuerdos anteriores no iban a ser aceptados. El día 11 de diciembre divulgó la siguiente proclama:

   GADITANOS: Los que quieran llevar siempre con orgullo el nombre de tales, nombre que la reciente lucha ha puesto a tanta altura, que no permitan a sus corazones otro sentimiento que el amor patrio.

   Rendid unas armas que vais a depositar cubiertas de laureles en manos de un Gobierno que no puede desconocer ni vuestro valor ni vuestras virtudes, y que al reclamarlas obedece a la necesidad y a la conservación de un prestigio, del cual sentiríais los primeros en veros desposeídos. Gaditanos: Amemos a Cádiz y salvémosla de mayor ruina. Gaditanos: Sed cuerdos después de ser valientes.

   El día 12 de diciembre Caballero de Rodas publicaba desde San Fernando este bando antes de partir hacia Cádiz:

   Gaditanos: Una rebelión pronunciada y alentada por enemigos ocultos, ha ensangrentado ya las calles de esta hermosa ciudad. Sin eco en parte alguna de la península, vengo a sofocarla con la fuerza que el Gobierno ha puesto a mi disposición. Entregad las armas y salvad la vida, que les garantizo en nombre del Gobierno provisional, cuya clemencia podrían impetrar en su día. Es el único medio que queda a los insurrectos para evitar que sean tratados con inflexible rigor. Hasta las doce de mañana 13, doy de término para que puedan salir de la ciudad los ancianos, mujeres, niños y ciudadanos pacíficos. No será mía la culpa si de los medios de ataque a emplear, sobrevienen para Cádiz días de luto y ruina. Lo sentiría en lo más profundo de su corazón pero cumplirá con su deber, vuestro Teniente General en Jefe del Ejército de Andalucía. Caballero de Rodas. San Fernando 12 de diciembre[97].

   Fermín Salvochea en vista de la de la imposibilidad de plantar frente al ejército que se aproximaba, se reunió con los jefes y oficiales de la fuerza ciudadana y los jefes de barricadas no pertenecientes a dicha milicia en el Ayuntamiento. Optaron por seguir la proposición de Salvochea entregar las armas al cónsul de los Estados Unidos en la plaza del Ayuntamiento, ya que siempre sería más digno que deponerlas ante unos mandos militares a los que consideraban enemigos del pueblo. En vista de ello, Salvochea dirigió al gobernador militar de la plaza, general La Serna, el siguiente oficio:

   En atención de la necesidad en que me encuentro de reunir la fuerza ciudadana para la entrega de las armas al cónsul de los Estados Unidos de América en la plaza del Ayuntamiento, he creído mi deber dar a V.E. conocimiento de que esta reunión se efectuará al toque de llamada por la banda de cornetas, para que esta medida no cause alarma por el movimiento natural que se notará de las diversas fuerzas de que se trata[98].

   Un comisionado de los voluntarios y el cónsul de los Estados Unidos, acudieron al cuartel general de Caballero de Rodas, instalado en la zona de San José, en las afueras de Cádiz, para comunicarle la decisión. Rodas aceptó, entendiendo, o simulando entender, que las armas serían entregadas en edificios militares. A las seis de la mañana del 13 de diciembre estaban formados frente al Ayuntamiento los dos batallones de Voluntarios de la Libertad, procediendo a entregar las armas al cónsul. Algo después de las 2 de la tarde entraban en la ciudad las fuerzas de Caballero de Rodas, que publicó un bando dando seis horas de plazo para que los que aún no hubiesen entregado sus armas, evidentemente civiles armados que no pertenecían al cuerpo de voluntarios, lo llevaran a efecto en el Parque de Artillería, frente al edificio del Gobierno militar, o en el Cuartel de Santa Elena, sito en las puertas de tierra.

    

   CONSECUENCIAS

   La insurrección había finalizado. Pero sus efectos se dejarían sentir sobre Cádiz durante mucho tiempo. 

   Los resultados más inmediatos hay que traducirlos en los daños personales que produjo. Parece que el Gobierno provisional rebajó las cifras oficiales de bajas para evitar alarmar a la nación ante las verdaderas dimensiones del suceso. Por otra parte, resultaba muy difícil cuantificar el número de fallecidos, pues parece que algunos fueron arrojados al mar y otros quemados. Más difícil aún resultaba conocer cuántos fueron los heridos, pues, además de los ingresados en los distintos hospitales, muchos debieron esconderse en sus domicilios e incluso huir de la ciudad. 

   José Rosetty, en su Guía Oficial de Cádiz y su Departamento dio una distribución por días de los fallecidos en las acciones armadas, referida a las bajas contabilizadas entre las personas ingresadas en los hospitales de la ciudad. La cifra total, contando los óbitos posteriores a la lucha, era de cincuenta y tres defunciones a las que se añadían tres fallecidos más que no habían pasado por los hospitales, con lo que atribuía un total de cincuenta y seis muertes a los sucesos, treinta y ocho civiles y dieciocho militares. Respecto a los heridos, Rosetty da la cifra de ciento noventa y cinco, de ellos setenta y tres civiles y ciento veintidós militares[99]. 

   Luis Mejías Escassy, dudaba ya en 1869 de los partes oficiales, y daba, solo entre el día 5 y el 8 de diciembre, sin contar fallecimientos posteriores, unas cifras menos minuciosas pero tal vez más próximas a la realidad, cifrando en trescientas cincuenta las bajas entre la tropa y en ciento cincuenta las de los milicianos, de las que una tercera parte, es decir unos ciento sesenta y seis, serían fallecidos. 

   Antonio Altadill y Teixidó estimaba una cifra aun mayor de bajas, y afirmaba que el número de  soldados enterrados el 9 de diciembre no bajaba de quinientos, siendo «algo menos de la mitad el de paisanos».  La prensa de Madrid dio la cifra de dos mil sublevados de los que setecientos eran presos. De ser así, es indudable que el movimiento trascendió a la milicia ciudadana y fueron muchos los paisanos que se unieron a los Voluntarios de la Libertad. Pero parece que al principio solo fueron unos doscientos los voluntarios y paisanos armados que se defendieron desde el Ayuntamiento.

   Por lo que se refiere a las medidas punitivas, inmediatamente después de finalizadas las hostilidades, comenzaron a celebrarse juicios contra los implicados en la sublevación. Miembros de todas los partidos políticos pidieron clemencia para los inculpados, pues había una conciencia general de que los hechos habían ocurrido en un momento de efervescencia provocado por una grave depresión económica. Al final solo se produjo la condena de Fermín Salvochea, a diez años de destierro, tras haber permanecido en un calabozo del cuartel de Santa Elena y posteriormente en el Castillo de Santa Catalina. La actuación de Fermín Salvochea, que se declaró único responsable del levantamiento, le confirió un enorme prestigio político entre los republicanos de Cádiz, que poco tiempo después lo eligieron para diputado nacional, puesto que no pudo ocupar a causa de su condena.

   Una consecuencia importarte del  levantamiento gaditano fue el abandono provisional de la ciudad de numerosos ciudadanos. Se ha hablado de una cifra aproximada de treinta y dos mil residentes en la ciudad que marcharon a otros pueblos de la provincia huyendo de la auténtica guerra de diciembre, muchos de los cuales tardaron meses en regresar[100]. 

    

   EXPLICACIONES QUE SE DIERON CON POSTERIORIDAD

   Las causas de la insurrección de Las Barricadas fueron sobre todo políticas, aunque también hubo matices de carácter económico y social. Otra cosa son las interpretaciones que se dieron en los momentos inmediatamente posteriores, de lo más variadas en función de los intereses políticos de quien las expresaba. 

   Sagasta dio muy pronto, en enero de 1869, la que podríamos llamar versión oficial, cuando el día 5 enviaba a los gobernadores civiles una circular en la que acusaba a la reacción borbónica de ser la provocadora de los desórdenes. Exponía la circular: 

   Todo lo que en España viene sucediendo en la cuestión de orden público obedece a un plan liberticida concebido e impulsado por la cabeza de la reacción, y ejercitado por el brazo de la demagogia, que en su insensato afán de hacer prosélitos no se para a examinar los grados de buena fe con que vienen a sus filas los partidarios del retroceso, seguros de matar la libertad por este camino más pronto que combatiéndola de frente, para lo cual reconocen su impotencia[101].

   La opinión de propios republicanos, era absolutamente distinta. Todos mantenían que la insurrección se había producido por una consciente y calculada provocación del Gobierno provisional, autoridades provinciales y elementos conservadores de la ciudad. Así lo dio a entender el diputado por Cádiz Eduardo Benot cuando, en sesión de las Cortes Constitucionales del 26 de febrero de 1869, defendía la aptitud legal de su compañero Fermín Salvochea para ocupar su escaño. Decía Benot: 

   En Cádiz se había difundido intensamente el credo democrático. La prensa clandestina, desde antes de la revolución de septiembre, no cesaba de propagarlo y el pensamiento revolucionario mantenía sobreexcitados los ánimos (...). Júzguese lo fácil que sería a una población tan preparada inflamarse de espíritu guerrero, cuando Cádiz supo que en la formación del ministerio se había excluido el elemento democrático(...). Salvochea no inició el movimiento insurreccional: acudió a la plaza del Ayuntamiento cuando ya estaba empezado, y al ver el peligro de sus compañeros de armas, cayó sobre sus hombros la responsabilidad de lo que había emprendido la voluntad anónima e irresistible del pueblo de Cádiz[102].

   Para Benot, el Gobierno provisional con algunas de sus medidas, «que muchas veces no fueron tan liberales como las de la Junta de Cádiz», habían causado un gran malestar entre los voluntarios. A esto añadía que «los enemigos de la idea democrática circularon en Cádiz la noticia de que el Gobierno trataba de dar un golpe de Estado»[103]. Los republicanos insistieron después de los hechos en que se habían producido por «las provocaciones de la administración» y bajo la «responsabilidad de los agentes del Gobierno», que habían actuado siguiendo un plan para exasperar a los republicanos.  Hasta el mismo gobernador militar Peralta había reconocido en el bando del día 5 de diciembre «la mala intención de unos pocos, la demencia de muchos y el fructífero trabajo de la reacción». Incluso un admirador de los generales unionistas Serrano y Topete, como, Leopoldo Alba Salcedo, natural de Vejer de la Frontera, admitía que los responsables de los sucesos de Cádiz habían sido «las primeras autoridades, que guiados por consejos de pérfidos amigos, provocaron al pueblo, y este defendió su derecho y su honra mancillada»[104].

   En resumen, los republicanos defendieron siempre la idea de que la insurrección de Cádiz no fue planificada por ellos sino provocada conscientemente por sus oponentes políticos[105]. De hecho, una vez constituidas las Cortes Constituyentes reclamaron insistentemente que se abriera una investigación para averiguar las causas reales de los acontecimientos[106].

   Por lo que respecta a las instituciones y autoridades gaditanas, la Diputación Provincial, apoyó que en la insurrección habían participado «agentes filibusteros, extranjeros e hijos espurios de la patria». Sin embargo, tuvo mayor visión o mayor sinceridad, pues reconoció que los hechos comenzaron como un simple motín, convirtiéndose posteriormente en un movimiento político que tomaba por bandera la república federal[107].

   El gobernador civil, Gregorio Alcalá Zamora, opinaba, creemos que desacertadamente, que la insurrección obedecía a un plan preconcebido y combinado con otras provincias, plan en el que existían marcadas tendencias socialistas[108].

   Para finalizar, El Comercio, representante de los monárquicos gaditanos con un pensamiento político próximo al partido moderado y, por tanto, afecto a la causa borbónica, afirmó desde un principio que se trataba sin lugar a dudas de una insurrección republicana, pero reconoció que la verdadera revolución de Cádiz fue la del 5 de diciembre, que fue un acontecimiento espontáneo y desesperado, y que la insurrección de Cádiz hizo inseparables las ideas de la libertad y el honor[109].

    

   AYUDAS A LAS VÍCTIMAS Y A SUS FAMILIAS

   Una de las personalidades que más destacó en Cádiz por su actuación humanitaria en los momentos de mayor gravedad fue el obispo, Félix María de Arriete y Llano. Durante la revuelta el religioso recorría frecuentemente las barricas en demanda de paz, y una vez terminó la lucha abrió suscripciones en favor de los heridos, e incluso dirigió una carta al duque de la Torre pidiendo clemencia para todos los implicados[110]:

   Al permitirme, en unión de mi Cabildo Catedral, la honrosa distinción de distraer la digna atención de V.E., mi corazón de padre y pastor, harto lastimado por las calamidades que han afligido a esta capital en los últimos días, abriga el íntimo convencimiento de que no en vano acude hoy a la notoria bondad y justificada clemencia de V.E. implorando piedad para todos los que se hallan comprometidos a consecuencia de los tristes sucesos que han llevado el luto, la desolación, la orfandad y la miseria al seno de muchas familias.

   Si mi carácter de prelado me impone el deber santo de la caridad para con todos y muy especialmente para los fieles de mi Diócesis, sin distinción de clase, posición ni opiniones, hoy que muchas familias lamentan la triste situación en que se hallan algunos de sus allegados, sujetos tal vez al fallo de los tribunales. Hoy repito, Excmo. Señor, se hace en mi más imperioso este deber de elevar hasta V.E. y el Gobierno que tan dignamente preside, mi débil voz implorando clemencia para todos. Bastantes lágrimas se han derramado ya, Excmo. Señor, y tiempo es también de que el Gobierno de la Nación, mirando con benignidad, devuelva la calma y la alegría al afligido corazón de tantos padres que lloran la situación funesta de sus hijos; a las esposas que gimen por la triste suerte de sus esposos; a los hijos, en fin, que sumidos en el desamparo, la miseria y el desconsuelo tienden sus manos trémulas de dolor y vierten copioso llanto implorando piedad y clemencia para todos.

   Si no mi deber de padre y pastor, Excmo. Señor, la atención al menos y el respeto con que todos sin distinción de clases me han tratado en los aciagos días que lamentamos, serían un título más que suficiente para obligar mi corazón a pedir gracia para todos. ¡Ojalá, Excmo. Señor, me fuera dado ofrecer mi persona, mi sangre  y mi vida por todos ellos!. Gustoso y,  más que gustoso, alegre lo sacrificaría todo desde este momento si con ello pudiese enjugar tanta lágrima, calmar tanto desconsuelo y llevar la alegría y la paz al seno de tantas familias desgraciadas. 

   Que mi débil voz halle eco en el generoso corazón de V.E., he aquí mis votos, Excmo. Señor; esta es mi continua y más ferviente plegaria al cielo, porque mis sentimientos de padre no puede ser indiferente a tanta desgracia, y mi corazón de ministro de un Dios de paz y caridad no puede mirar con calma la amargura de esos hijos que la Divina Providencia se ha dignado confiar a mi cuidado. Dígnese V.E. confirmar una vez más su notoria y bien justificada bondad y a más de vivirle siempre agradecido, rogará a Dios constantemente por la felicidad de V.E. su atento capellán.

   Como institución política, el Comité Progresista, organizó otra suscripción el 17 de diciembre, sabedor de que el obispo recibiría elevadas cantidades, procedentes de las personalidades oficiales e individualidades de corte conservador, pudiendo el órgano político recibir ayuda de comerciantes y personas más simpatizantes políticamente de la causa de los vencidos. El anuncio de la suscripción decía[111]:

   AL PUEBLO DE CÁDIZ.

   Los individuos del comité progresista invitan a sus convecinos a suscribirse por la suma que estimen conveniente con objeto de socorrer a los ciudadanos heridos, a sus familias, a las de los que han muerto desgraciadamente, y a los que queden inutilizados efecto de las ocurrencias sucedidas en esta capital.

   Al efecto, y durante ocho días, se recibirán, desde las 11 de la mañana hasta las 4 de la tarde, las cantidades que se sirvan entregar en el establecimiento de tabacos de la plaza de San Antonio, esquina a la calle Ancha, donde estarán personas encargadas al efecto, haciéndose públicos los nombres y cantidades por la prensa.

                 Cádiz 17 de diciembre de 1868.  

   Aunque se anunciaban ocho días, la recaudación se prolongó y el 31 de diciembre, catorce días después de iniciada la suscripción, la recaudación ascendía a 26 177.50 reales. El 18 de febrero de 1869 se dio por finalizada la suscripción del Comité Progresista, quedando abierto el pago a las personas a las que se les había reconocido el derecho a ser socorridos[112].

   Por su parte el obispado había recibido una cantidad algo superior, 27 534 reales, procedente de escasos participantes, entre los que se encontraba el nuevo gobernador civil[113]. 

   Con los Voluntarios de la Libertad desarmados, parecía que la tranquilidad quedaba asegurada para el Gobierno provisional. Pronto se celebrarían elecciones municipales en Cádiz, las primeras por sufragio universal masculino, triunfando los republicanos. Los alzados fueron indultados y el nuevo Ayuntamiento, dirigido por Rafael Guillén Estévez publicó, el 28 de febrero, un edicto restituyendo y organizando la milicia ciudadana, según acuerdo de la corporación del día 26[114]:

   1º. - Desde el 1 de marzo debe empezar la organización de la fuerza ciudadana de los Voluntarios de la Libertad.

   2º. - El alistamiento se efectuará por los alcaldes de barrio.

   3º. - Los jefes pasarán a la alcaldía las listas en el término de ocho días.

   4º. - La rectificación se hará a los quince días, entendiéndose que el que no se presente renuncia.

   Pero la falta de armamento y la moderación del alcalde republicano, siempre dispuesto a respetar la ley, parecían asegurar la tranquilidad. Pero no sería así: Después de la promulgación de la Constitución en julio de 1869 y tras varias suspensiones de garantías constitucionales, los republicanos llegaron a la conclusión de que tenían que hacer su propia revolución.

   





   



EL LEVANTAMIENTO DE OCTUBRE DE 1869

   Durante el año 1869 la experiencia de la insurrección de las Barricadas hacía que el más nimio incidente fuese visto con desconfianza  por los gaditanos. Los republicanos sostenían que la citada insurrección se había producido a causa de una consciente y calculada provocación del Gobierno provisional, secundada por las autoridades provinciales y elementos conservadores de Cádiz. Así lo dio a entender el diputado republicano gaditano Eduardo Benot cuando, en sesión de las Cortes Constitucionales del 26 de febrero de 1869, defendía la aptitud legal de su compañero Fermín Salvochea para ocupar su escaño de diputado nacional. Para Benot, el Gobierno provisional con algunas de sus medidas, «que muchas veces no fueron tan liberales como las de la Junta de Cádiz», habían causado un gran malestar entre los voluntarios. A esto añadía, en opinión de Benot, que «los  enemigos de la idea democrática circularon en Cádiz la noticia de que el Gobierno trataba de dar un golpe de Estado»[115]. Hasta el mismo gobernador militar Peralta, miembro de la Unión Liberal, había reconocido en el bando del día 5 de diciembre que declaraba  el Estado de Guerra «la mala intención de unos pocos, la demencia de muchos y el fructífero trabajo de la reacción»[116]. 

   Sin embargo, la promulgación de la Constitución en julio de 1869 volvió a exaltar los ánimos de los republicanos, que veían alejarse la posibilidad de instaurar su forma de Gobierno. El 25 de septiembre de 1869 había sido desarmada la fuerza ciudadana de Barcelona aduciendo que no se ajustaba a lo ordenado en los decretos relativos a la institución, aunque lo cierto era que la causa había sido la reciente protesta de sus comandantes por el desarme de la milicia de Tarragona, donde había sido asesinado el secretario del gobernador civil[117]. Estos sucesos, así como la constante conculcación por parte del Gobierno de los principios democráticos sancionados por la Constitución, en opinión de los republicanos, provocaron una protesta de la minoría republicana en las Cortes que dio lugar al levantamiento de partidas armadas en varias  provincias dominadas por los republicanos. La protesta, firmada con fecha 28 de septiembre, tachaba al Gobierno de arbitrario y dictatorial a causa de la suspensión acordada respecto a las libertades ratificadas en la Constitución. A finales de julio, la misma promulgación de la Constitución había dado lugar a un levantamiento carlista que produjo una ley que violaba varios artículos de la norma fundamental. El ministro de la Gobernación había prohibido que se escribieran lemas en las banderas y que se dieran «vivas» en público, lo cual era  interpretado por los republicanos como una clara e injusta represión de la libertad de manifestación pacífica. A esto se sumaban los ya comentados sucesos recientes de Tarragona. Para mayor irritación de los republicanos, el Gobierno había contestado a sus protestas culpándoles del asesinato del secretario del gobernador. Todo ello llevó a los republicanos a declarar explícitamente que no reconocían al Gobierno y no consideraban legítimas sus decisiones. Pretendían presentarse en las Cortes con un acta de acusación contra todas las violaciones del Gobierno y anunciaban que si no era admitida dicha acta se retirarían de la Asamblea. La insurrección republicana se acercaba[118]. 

   La insurrección republicana fue inmediata y se produjo en numerosos puntos de España, siendo dirigida directamente por varios diputados nacionales republicanos. En Cádiz,  se centró en la zona central y noreste de la provincia, pero no fue secundada en la capital. Esto se debió, en primer lugar, a la moderación del alcalde republicano de Cádiz, Rafael Guillén Estévez, y al hecho de que los Voluntarios de la Libertad habían sido desarmados tras la insurrección de Las Barricadas. Era, por tanto, prácticamente imposible un nuevo levantamiento en la capital. 

   Fermín Salvochea, puesto recientemente en libertad tras los acontecimientos de diciembre de 1868, y el diputado nacional por Cádiz Rafael Guillén Martínez se desplazaron desde Cádiz al interior de la provincia, acompañados por miembros de la milicia ciudadana de la capital en dirección a Medina Sidonia, a unos cuarenta y cinco kilómetros de distancia. Fermín Salvochea llegó a medina el día 2 de octubre con unos doscientos hombres, no habiendo en la localidad más fuerza armada que siete carabineros. Pasó inmediatamente a Paterna, donde entró con su fuerza. En el Alamillo, dentro del término municipal de Jerez, se había detectado otra partida de formada por unos cuarenta individuos, comandados por Paúl y Angulo. 

   El día 3 de octubre, el gobernador civil de Cádiz, Manuel Somoza, dictó un bando en el que aclaraba que Fermín Salvochea, acompañado por el diputado Rafael Guillén Martínez, había intentado apoderarse de las casas consistoriales de Medina y que en otros puntos de la provincia se habían detectado «conatos de rebelión». Daba el término de veinticuatro horas a los sublevados para presentarse ante los respectivos alcaldes, en cuyo caso no se tomarían medidas en su contra, pudiendo «restituirse tranquilamente al seno de sus familias», y advertía que, pasado el plazo señalado, serían juzgados con arreglo a la ley.

   Desde Paterna, los insurrectos de Salvochea marcharon en dirección a Alcalá de los Gazules donde entraron durante la madrugada del 2 al 3 de octubre. Tras un intercambio de disparos, se apoderaron del Ayuntamiento haciendo sonar repiques de campana en señal de victoria. El teniente coronel Emilio Gurrea recibió orden de salir con una compañía de carabineros desde El Puerto de Santa María, en espera de que una autoridad superior se hiciera cargo de una columna de carabineros y guardia civiles que se enviaba a batir a los alzados. 

   Por su parte, José Paúl y Angulo, también diputado nacional, había partido desde Jerez de la Frontera en dirección a Arcos de la Frontera, llegando allí la madrugada del día 3 de octubre con unos doscientos hombres. Paúl hizo recogió cuantas armas pudo. Al parecer, tras la toma de Arcos, muchas personas desarmadas marcharon en dirección a la localidad para unirse a las fuerzas de Paúl.

   Los republicanos de Salvochea y Guillén tuvieron que salir de Alcalá de los Gazules sobre las cinco y media de la tarde del día 4, ante la llegada de la columna del teniente coronel Gurrea, que los siguió hasta Algar, donde se hicieron fuertes. El alcalde de Alcalá estimaba que la partida de Salvochea estaba formada por unos trescientos cincuenta hombres, aunque el teniente coronel Gurrea había recibido noticias de que podían ser unos seiscientos. 

   Gurrea llegó a Alcalá a las siete de la tarde del día 4, es decir hora y media después de que los republicanos de Salvochea y Guillén hubieran abandonado el pueblo. Parece claro que los jefes republicanos eran conscientes de la superioridad de la columna de carabineros y guardias civiles y rehuían un enfrentamiento armado, al menos hasta que no se les unieran las fuerza de Paúl.

   El día 5 de octubre, a las cinco y media de la tarde, el alcalde de Alcalá de los Gazules fue informado por Gurrea de que los insurrectos se encontraban en Algar y su columna en un cerro próximo. Estaban en pleno enfrentamiento y el teniente coronel pedía la presencia de un médico. A las siete de la mañana habían salido nuevas fuerzas desde Medina Sidonia para reforzar a la columna que trataba de desalojar de Algar a los sublevados, a los que ya se había unido Paúl, con unos doscientos republicanos armados de Jerez. 

   Gurrea había llegado a Algar a las diez de la mañana y, tras tomar las posiciones inmediatas al pueblo a la bayoneta y con apoyo de cargas de caballería, había tenido que retirarse. Volvió recuperar posiciones y tomó las primeras casas del pueblo después de la puesta de sol. Se había producido un número elevado de bajas. Por parte de la columna de carabineros, había fallecido un teniente, un voluntario civil y cuatro soldados. Entre los heridos se encontraban otro teniente, dos sargentos y diez soldados.

   A la una y media de la madrugada del 6 al 7 de octubre, Gurrea detectó que los insurrectos abandonaban Algar al comprobar que llegaban los refuerzos procedentes de Medina Sidonia, que iban bajo el mando del teniente coronel Prado. El día 7 a las seis de la mañana Gurrea entró en el pueblo, comprobando que no quedaba ningún insurrecto. Prado se hizo cargo de toda la columna, disponiéndose a marchar hacía Ubrique, lugar al que se suponía se dirigían los republicanos.  

   A pesar de la tranquilidad general reinante en la capital, el gobernador militar, mariscal Pedro Caro Ripoll, decretó el estado de guerra en toda la provincia siguiendo las directrices generales del Gobierno, ordenando la  entrega de cualquier tipo de armas, fuesen de fuego o blancas, en el Castillo de Santa Catalina en el término de 24 horas.  La medida sirvió para disolver el Ayuntamiento republicano de la ciudad, el primero que hubo en Cádiz en una elecciones libres por sufragio universal masculino, y sustituirlo por otro a medida de los progresistas y unionistas en el Gobierno. Ni el alcalde ni Rafael Guillén Estévez ni los concejales gaditanos habían participado en lo más mínimo en el alzamiento. 

   El levantamiento republicano se produjo simultáneamente en diversas partes de España. Los republicanos de Reus, entre los más activos, se habían dirigido al Priorato tras abandonar la ciudad, siendo hostigados por la columna del general Baldrich; en la Junquera se había proclamado la república. En Granada los republicanos habían arrestado al alcalde y se había dado un plazo de veinticuatro horas al gobernador civil para que renunciase a su cargo; los sublevados de Orense marchaban hacia Portugal perseguidos por una columna al mando del brigadier Schelly y otra formada por carabineros y guardias civiles; En Aragón una partida bajo el mando del presbítero Sarasa había sido disuelta por la columna del teniente coronel Galindo; la columna del comandante Aldea había batido a los insurrectos de la huerta murciana; en Sueca, una partida era perseguida activamente.

   Volviendo a Cádiz, tras abandonar Algar, los republicanos comandados por Salvochea,  Guillén y Paúl fueron perseguidos por la sierra de Cádiz. Como suponía Prado, Salvochea y Guillén marcharon con los suyos hacia Ubrique. Posteriormente se dirigieron a Villaluenga del Rosario y de allí marcharon hacia Cortes de la Frontera, en la provincia de Málaga. La partida de Paúl se separó de los anteriores y entró el 7 de octubre en Grazalema, recogiendo armas y dando libertad a los presos. De allí pasó a Ubrique, llegando el mismo día a Cortes de la Frontera, uniéndose de nuevo ambas partidas. Todos juntos se internaron por la provincia de Málaga, con la intención de unirse a los republicanos insurrectos de dicha provincia.

   En las inmediaciones de Jimera de Libar los sublevados gaditanos, a los que ya se habían unido los republicanos alzados de Málaga al mando del presbítero Romero, fueron alcanzados por los carabineros y guardias civiles. Hubo un número indeterminado de muertos y, según estimaciones de la prensa se hicieron sesenta y cuatro prisioneros, que fueron trasladados a Cortes de la Frontera,  dirigiéndose parte de los supervivientes hacia Benaoján y desde allí a Casares, otros marcharon hacia Gaucín, entrando de nuevo en la provincia de Cádiz por Jimena de la Frontera. Por Grazalema, en la provincia de Cádiz, se vieron algunos seguidores de Paúl en retirada, que decían no saber el paradero de su jefe. El día 9 de octubre llegó a Ubrique tropa de Infantería de Marina con veinticuatro mil cartuchos, que marchó en dirección a Ronda

   El día 12 fueron conducidos a Ubrique veintiún republicanos capturados por la sierra. Y por la noche entraron en dicho pueblo unos sesenta guardia civiles y trescientos carabineros con algunos prisioneros más.  La cárcel de Ubrique estaba llena de insurrectos. 

   A pesar de anunciarse un indulto a los que se presentaran a la autoridad, el 15 de octubre se produjo un nuevo encuentro armado en un lugar situado entre Atajate, Jimera, Benaoján y Ronda. Los republicanos estaban completamente cercados. Entre ellos se encontraba Paúl, dando gritos de «Viva la República». El coronel Luque, ahora al frente de las columnas que operaban en la sierra, interceptó a unos seiscientos republicanos que iban bajo el mando de Salvochea. Guillén y Paúl. Los republicanos fueron duramente derrotados y tras haber recibido varias cargas a la bayoneta, que provocaron más de ciento cincuenta muertos, entre los que se encontraba el diputado Rafael Guillén Martínez y el joven —de dieciocho años— Cristóbal Bohórquez, ambos en circunstancias poco claras, pues, al parecer, fueron fusilados, sin mediar ningún tipo de juicio. Entre las fuerza de carabineros y guardias civiles no hubo más baja que uno de estos últimos, gravemente herido. Muchos insurrectos se fueron presentando en Ubrique y otros lograron huir[119].

   Por lo que se refiere al peso numérico de las partidas de Salvochea y Paúl, es difícil dar una cifra. Sabemos que Salvochea se presentó en medina con unos doscientos hombres y que Paúl salió de Jerez con unos cuarenta, si bien cuando llegó a Arcos de la Frontera ya se le habían agregado tantos simpatizantes como para que la cifra estimada fuese también de doscientos combatientes.  El teniente coronel Emilio Gurrea estimó que en Algar Salvochea y Paúl contaba ya con unos seiscientos hombres, cifra idéntica a la que dio la prensa gaditana al referirse al enfrentamiento final, que causó ciento cincuenta muertos entre los republicanos, es decir, un veinticinco por ciento de ellos. Pero todo esto no pasa de eso: de estimaciones. Por lo que se refiere a las fuerzas regulares, las cifras son aun más desconocidas. Por hacer una aproximación, y siguiendo los cálculos actuales en los manuales de operaciones militares, una fuerza en ofensiva  debe ser como al menos tres veces superior en número y en potencia de fuego para que se puedan tener garantías de batir a otra en defensiva. Considerando que las partidas siempre que se encontraron con las fuerzas regulares, como en el caso de Algar o en el enfrentamiento final, actuaron en defensiva, podría aventurarse que el número de tropa, carabineros y guardia civiles pudo llegar a los mil ochocientos. Pero hay factores muy difíciles de cuantificar como la moral de unos y otros, con toda probabilidad a favor de los republicanos, y la preparación, disciplina y potencia de fuego, favorable a las fuerzas regulares. Todo ello hace pensar que estos últimos debían ser menos que la cifra apuntada anteriormente. En cualquier caso, es muy posible que los encuentros armados se enfrentaron más de dos mil combatientes, cifra que puede dar una idea de la magnitud de los acontecimientos. Hay que agregar que durante unos días los republicanos se unieron a los malagueños del presbítero y diputado Romero.      

   Como dijimos más arriba, el alcalde gaditano Rafael Guillén Estévez —primo del diputado fallecido— y los demás concejales del Ayuntamiento de Cádiz no habían mostrado la más mínima intención de secundar el levantamiento. En la capital reinó la tranquilidad durante estos acontecimientos, pero el gobernador militar ordenó situar tropas en algunos puntos estratégicos, entre ellos en el convento de Santo Domingo. El día 4 de octubre le comunicó esta eventualidad al obispo, aduciendo que la razón era de carácter táctico: ocupar una zona alta próxima a las casas consistoriales y en el paso hacia las puertas de tierra por si se produjera una revuelta semejante a la de diciembre de 1868[120]. 

   La capital no conocía más dificultades que los efectos de determinados atentados contra las vías férreas. El tren Correo que debía llegar el día 5 de octubre a las diez de la noche no lo hizo hasta las diez de la mañana del día siguiente porque las vías habían sido cortadas intencionadamente. Un tren cargado con tropas, que iba a sofocar la rebelión republicana, había descarrilado entre Dos Hermanas y Utrera, tras haber sido socavado el terreno bajo las vías. El día 7 de octubre no se esperaba que llegase ningún tren a causa de los numerosos desperfectos que iban apareciendo en las vías. El telégrafo estaba igualmente cortado. 

   El mismo día 7 de octubre, hubo algunas alteraciones del orden en la capital, poco importantes. La razón fue que la Regencia había autorizado la declaración del Estado de Guerra. Como consecuencia de lo anterior, el gobernador militar dictó el siguiente bando: 

   GOBIERNO MILITAR DE LA PLAZA Y PROVINCIA DE CÁDIZ

   Don Pedro Caro y Ripoll, mariscal de campo de los ejércitos nacionales y gobernador militar de esta plaza y su provincia. 

   En cumplimiento de lo mandado por S.A. el regente del Reino, en virtud de la autorización que le ha sido concedida por las Cortes Constituyentes, he venido en disponer:

   1º Se declara el Estado de Guerra en esta plaza y su provincia.

   2º Los tribunales, autoridades y demás empleados de la administración pública continuarán como hasta aquí en el libre ejercicio de sus funciones, reservándome entender en todo lo que tenga relación con el orden público.

   3º Se formará una comisión militar que con arreglo a la ley de 17 de abril de 1821 juzgue con toda brevedad al que de cualquier manera promueva o induzca a la rebelión, ataque al Gobierno establecido o falte a las disposiciones que emanen del mismo.

   4º Se prohíbe el uso de armas de fuego o blancas sin el competente permiso de mi autoridad, y los contraventores serán sometidos a la comisión militar y juzgados con arreglo a la ley.

   5º Los que contra lo prevenido en las disposiciones anteriores conservaren en su poder algún arma de fuego o blanca, las entregarán en el improrrogable término de 24 horas en el Castillo de Santa Catalina.

   6º En los casos de alarma los grupos que se formen serán considerados como perturbadores del orden y tratados como tales.

   Tras el bando el gobernador deploraba «la impaciencia y extravío de un partido que dentro de la ley tenía todas las garantías que puede apetecer un ciudadano para el triunfo de su causa»[121]. El capitán general suspendió las garantías individuales y el gobernador militar constituyó el día 8 de octubre un nuevo Ayuntamiento, disolviendo todos los  clubes  y cualquier asociación de carácter político que hubiera en la provincia[122].

   La prensa liberal partidaria del nuevo Consistorio había estado tratando de sembrar dudas sobre el alcalde republicano Rafael Guillén Estévez y el resto de concejales, dando a entender que el Ayuntamiento había actuado como banderín de enganche para los que estaban luchando en la sierra de Cádiz. Cuando el alcalde Guillén comunicó al gobernador civil que cuatro soldados se le habían presentado para alistarse con los federales, los interesados en acabar con el Ayuntamiento republicano lo interpretaron como un intento de disimular lo que se había estado desde el Ayuntamiento haciendo con anterioridad[123]. Nunca hubo pruebas de participación de concejales en la revuelta ni fue detenido ninguno de ellos, pero el Ayuntamiento Republicano de Cádiz fue disuelto, dando paso a otro provisional, formado por unionistas y progresistas, es decir, por seguidores de los partidos políticos que detentaban el Gobierno, y el alcalde republicano sustituido por el unionista de Juan Valverde y Cubells.

   Muchos de los participantes en la insurrección republicana eran, sin duda, antiguos miembros de los Voluntarios de la Libertad  de Cádiz desarmados en diciembre del año anterior,  que decidieron acompañar a sus antiguos jefes, Rafael Guillén Martínez y Fermín Salvochea. Las consecuencias de la confrontación, además de un número muy elevado de bajas entre los paisanos armados, fueron el exilio de buena parte de los paisanos armados y el encarcelamiento de los demás. 

   Rafael Guillén Martínez y el joven de dieciocho años Bohórquez, muerto en circunstancias semejantes a las del diputado, se convirtieron en dos mártires del republicanismo gaditano; Fermín Salvochea consiguió huir y refugiarse en Gibraltar, pasando de allí a París. En 1871, tras la amnistía promulgada por el rey don Amadeo, regresó a Cádiz.

   





   

































CONCLUSIÓN

   Hemos visto a lo largo de las páginas que nos han llevado hasta aquí, cómo los civiles armados gaditanos del Partido Democrático desempeñaron un importante papel en el triunfo de la revolución española de septiembre de 1868. Luego, constituidos como Voluntarios de la Libertad, entraron en franca oposición al Gobierno provisional, fundamentalmente por el rumbo monárquico que dio el Gabinete a la revolución y, más tarde, por una serie de medidas que trataban de convertir a los Voluntarios en un instrumento armado en manos de un Ayuntamiento que no había sido elegido por sufragio universal y en el que los republicanos se negaron a participar. 

   Su negativa a estar a las órdenes municipales dio lugar al intento de disolución y  desarme, de los voluntarios, lo que unido al descontento de los demócratas de Cádiz por cuestiones como la promulgación de un decreto sobre «sufragio universal» muy restrictivo o el convencimiento de las maniobras de manipulación en las elecciones municipales que se avecinaban, dio lugar a un grave enfrentamiento armado en la capital gaditana que se saldó con un número elevado de fallecidos y el desarme de la milicia urbana, que había sido comandada por Fermín Salvochea. 

   La posterior reorganización, en marzo de 1869, de los Voluntarios fue un hecho más simbólico que práctico, pues no se les devolvieron las armas. Por último la promulgación de la Constitución de 1869, que explicitó definitivamente la monarquía como forma de Gobierno, así como la conculcación de los principios de la Constitución por los mismos que la habían promovido, trajo consigo un nuevo enfrentamiento armado, ahora en la Sierra de Cádiz, protagonizado por dos partidas de voluntarios en busca de armamento y caballos, bajo el mando de Salvochea y Paúl y Angulo. Los republicanos querían en esta ocasión hacer su propia revolución, sin contar con otros partidos ni, por supuesto, con mandos militares, que ellos consideraban habían traicionado el espíritu del 18 de septiembre de 1868. Muchos republicanos fallecieron en el enfrentamiento y otros fueron encarcelados o huyeron hacia Gibraltar.

   En 1873, el advenimiento de la República en España daría una nueva oportunidad a las milicias ciudadanas de Cádiz, constituidas ahora como Voluntarios de la República, que participarían en una guerra cantonal entre mediados de julio y el cinco de agosto. Ya en 1874, con la república agonizante, los voluntarios, llevarían a cabo un intento desesperado formando pequeñas partidas en la Sierra Gaditanas, siendo batidas por completo por los carabineros. Pero esto, como se suele decir, es ya otra historia, algunos de cuyos aspectos podrían ser objeto de una nueva monografía, no por breve menos intensa.
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